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Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de AGOSTO DEL 2017. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  
En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema de los asuntos votados y, datos estadísticos de los asuntos ingresados, en donde se determina, el acceso a la jurisdicción constitucional, bajo ciertas circunstancias, como: personas jurídicas que recurren, personas que recurren con abogado, recurrentes por género, cuántos asuntos ingresan en horas hábiles y cuántos en horas no hábiles. 
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SE SUSPENDEN AUTORIZACIONES DE EXPLORACION Y EXPLOTACION PETROLERA

Expediente:17-010479-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los Decretos Ejecutivos No. 36993-MINAET, del 9 de mayo de 2011, No. 38537-MINAE, del 25 de julio del 2014 y No. 40038-MINAE, del 29 de noviembre de 2016. Los decretos se impugnan por cuanto, la moratoria a la exploración y explotación de petróleo inhibe y restringe el quehacer del gremio profesional de los geólogos y elimina las posibilidades de desarrollo energético del país que la economía del país requiere. Manifiesta que los decretos impugnados violan el principio constitucional de la jerarquía de las fuentes -artículo 121, incisos 1) y 2), de la Constitución Política-, pues usurpa funciones otorgadas por el constituyente de manera exclusiva al órgano legislativo. La moratoria decretada, continúa, implica dejar sin efecto la normativa contenida en la Ley de Hidrocarburos, que autoriza la exploración y la explotación de hidrocarburos, siendo el petróleo uno de estos. Estima que no es posible que un acto administrativo de alcance general, como los decretos de moratoria impugnados, deje sin efecto lo establecido por una ley ordinaria. Añade que los decretos impugnados violan el artículo 140, inciso 3), en relación con el 121, inciso 1), constitucionales, por un exceso en el ejercicio de la potestad reglamentaria ejecutiva. Precisa que un reglamento ejecutivo no puede regular materia que la Constitución ha reservado exclusivamente a la ley, como el régimen de los derechos constitucionales, salvo norma legal anterior y con el fin exclusivo de aclararla. Tampoco, añade, puede esta clase de reglamento innovar el ordenamiento jurídico, reformando o derogando normas de rango superior o interpretar auténticamente normas legales. Indica que los decretos impugnados dejaron sin efecto, hasta el 15 de setiembre del 2021, las normas legislativas contenidas en la Ley de Hidrocarburos que autorizan la exploración y la explotación de petróleo en todo el territorio nacional y, consecuentemente, la exploración y explotación de gas natural. Indica que, si la derogatoria y la modificación de las normas de rango legal sólo pueden hacerlo la Asamblea Legislativa, la suspensión de aquellas también es competencia exclusiva del órgano parlamentario; por tanto, no puede el Poder Ejecutivo, vía decreto ejecutivo, dejar sin efecto temporalmente la vigencia de normas legales, pues esto implica una violación de los límites de la potestad reglamentaria ejecutiva y del artículo 121, inciso 1) de la Constitución Política. Apunta que el principio de jerarquía de las fuentes -interpretación armónica de los artículos 10, 7 y 121, inciso 1), de la Constitución Política- le establece límites competenciales a la potestad del Poder Ejecutivo de emitir decretos, ya que, por esa vía no puede invadir materia reservada al dominio de la ley, como es la facultad del Parlamento de suspender la vigencia transitoria de las leyes. Reitera que los decretos impugnados lesionan este principio por cuanto el Poder Ejecutivo está usurpando, por esa vía, materia reservada al dominio de la ley, como es la facultad del Parlamento de suspender la vigencia transitoria de las leyes. Manifiesta que los decretos impugnados introducen una restricción ilegítima al ejercicio de la profesión de los geólogos, a quienes se les limita, de manera considerable, el ámbito de su acción profesional, lo que lesiona el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Esa restricción, continúa, no encuentra fundamento expreso en ninguna ley ni es proporcional al supuesto fin público perseguido, dado que, el interés público más bien reclama que se lleven a cabo actividades de exploración y de eventual explotación de hidrocarburos. Agrega que esta actividad productiva constituiría un mecanismo efectivo no sólo para resolver la balanza de pagos en materia de importación de hidrocarburos, sino también para producir recursos sanos para el erario. Por las mismas razones considera que se lesiona el derecho fundamental al ejercicio de profesionales liberales, derivado de la interpretación armónica de los artículos 46 y 56 de la Constitución Política. Resolución de las 13:22 horas del 08 de agosto del 2013.

 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Fallos recientes



	TEMA
	RESUMEN

	EDUCACION
	SE ORDENA A COLEGIO PUBLICO SEGUIR EL PROTOCOLO DE CORRESPONDIENTE ANTE DENUNCIA DE ACOSO SEXUAL CONTRA ALUMNA

Expediente: 17-008289-0007-CO
Sentencia: 012599-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra un Colegio Público. La sentencia 012599-17 de las 9:20 horas del 11 de agosto, analiza el caso de una madre que planteó una denuncia por acoso sexual a favor de su hija, ante la institución recurrida, la cual, la ha dejado en un estado de indefensión y desprotección en detrimento de los derechos fundamentales de la menor, pues, no se emplearon los mecanismos legales pertinentes. Sostiene que la institución educativa no se ha pronunciado sobre la medida cautelar solicitada. Agrega que la falta de acceso al expediente administrativo le impide contar con los elementos de juicios necesarios para ejercer su derecho de defensa. Señala la Sala que, en el momento que su tuvo conocimiento de la situación, la institución debió interponer la denuncia ante la Fiscalía –la cual, efectuó a raíz de la interposición del recurso de amparo-, y remitir la situación al Patronato Nacional de la Infancia –situación que no se ha llevado a cabo-, con el fin de que le brindaran apoyo a la tutelada. Aunado a lo anterior, se debió enviar copia a la Contraloría de Derechos Estudiantiles del Ministerio de Educación Pública, para seguimiento y orientación sobre las medidas a tomar. Por otra parte, el Protocolo establece el seguimiento del Caso, situación que no se constata haya cumplido la autoridad del centro educativo recurrido. Lo anterior, debido a que la institución no puede trasladar la responsabilidad a la Fiscalía o al PANI de la menor de edad, sino que sigue siendo responsable de garantizarle protección y respuesta oportuna a la amparada, situación que no se logra constatar en este recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director y Orientadora, ambos del colegio recurrido, que adopten las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes para que se cumpla con el Protocolo de Actuación en Situaciones de Violencia Física, Psicológica, Sexual, Acoso y Hostigamiento Sexual del Ministerio de Educación Pública en la denuncia planteada a favor de la tutelada. Asimismo, en el plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta sentencia, conteste y remita a la recurrente la solicitud de medida cautelar planteada el 16 de mayo de 2017. Por último, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, deberán abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. 


	EDUCACION
	SE ORDENA REALIZAR MEJORAS EN LA INFRAESTRUCTURA DE LA ESCUELA LAS MERCEDES DE ASERRÍ, EN UN PLAZO DE DOCE MESES

Expediente: 16-002710-0007-CO
Sentencia: 012573-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra LA MINISTRA, EL ASESOR SUPERVISOR DEL CIRCUITO 03 DE ASERRÍ, EL DIRECTOR REGIONAL DE EDUCACIÓN DE DESAMPARADOS, EL DIRECTOR DE LA ESCUELA LAS MERCEDES (ASERRÍ), EL DIRECTOR DEL COLEGIO TÉCNICO PROFESIONAL DE ASERRÍ, TODOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA, EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EDUCACION DE LA ESCUELA MERCEDES DE ASERRI EL JEFE DEL AREA RECTORA DE SALUD DE ASERRI. La sentencia 012573-17 de las 9:20 horas del 11 de agosto, resuelve el caso varias que personas, que acusan que las instalaciones de la Escuela Las Mercedes de Aserrí –que se comparten con el C.T.P. de Aserrí- no cumplen con las condiciones necesarias para la atención de personas con necesidades especiales. En cuanto a la igualdad de oportunidades para personas con discapacidad, este Tribunal ha reconocido en reiteradas ocasiones que con la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su Reglamento, se ha pretendido eliminar una serie de barreras que impiden a las personas con capacidades especiales o que sufren algún grado de discapacidad, participar en forma plena en la sociedad, garantizando el principio de igualdad de las personas y la prohibición de hacer distinciones contrarias a su dignidad. (sentencias 001961-15, 002288-99, 006917-08, 008559-01). Tomando en especial consideración que se trata de un centro educativo y que las deficiencias acusadas inciden de manera directa en el derecho a la educación, en la salud y en la calidad de vida de las personas menores de edad amparadas, este Tribunal constata la acusada lesión a los derechos fundamentales señalados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Educación Pública y al director de la Escuela Las Mercedes de Aserrí, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de doce meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las mejoras y obras necesarias con el fin de que el centro educativo Escuela Las Mercedes de Aserrí cumpla los requerimientos establecidos por la Ley 7600 y su Reglamento. La Magistrada Hernández López pone nota. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota.


	EDUCACION
	SE CONDENA ENTREGA TARDIA DE ALIMENTOS POR PARTE DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCION A ESCUELA SANTA MARTA

Expediente: 17-003805-0007-CO
Sentencia: 013343-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN (CNP). La sentencia 013343-17 de las 9:15 horas del 25 de agosto, cuestiona la entrega tardía de los alimentos a la Junta de Educación de la Escuela Santa Marta, por parte del recurrido, lo cual ha ocasionado, que no se les ha podido preparar ni suministrar los alimentos a los menores, que se encuentran contemplados en su proceso educativo. En virtud de lo anterior, y como la autoridad recurrida no rindió el informe requerido, procede acoger el recurso, al constatarse que las acciones y omisiones de la autoridad recurrida han violentado los derechos fundamentales de los estudiantes de la Escuela Santa Marta, por la falta del suministro de la alimentación que se tiene contemplada para su proceso educativo. En consecuencia, procede acoger el recurso como en efecto se dispone. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General y al Coordinador del Área de Ejecución Operativa, ambos del Consejo Nacional de Producción, que de forma inmediata tomen las acciones necesarias y giren las órdenes correspondientes, para que la provisión de alimentos a la Escuela Santa Marta, se realice en las condiciones establecidas en el convenio suscrito con la Junta de Educación de dicho centro educativo, sea los días lunes a las 6:00 horas. 


	INFORMACION
	
SE ORDENA ENTREGAR INFORMACIÓN A PERIODISTA SOBRE BOTADERO ILEGAL EN LA FINCA LAS ANIMAS, EN LA CARPIO

Expediente: 17-010157-0007-CO
Sentencia: 012627-17
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo planteado por un periodista, contra la MINISTRA Y LA DIRECTORA DEL ÁREA RECTORA DE SALUD CARMEN-MERCED-URUCA, ambos del MINISTERIO DE SALUD. La sentencia 012627-17 de las 9:20 horas del 11 de agosto, cuestiona que se solicitó por correo electrónico información, sobre el botadero de Finca Las Animas, en La Carpio, sin que haya sido entregada la información. La Sala estima que no llevan razón las autoridades recurridas respecto a que ésta no demostró interés legítimo para acceder al documento, pues la gestión formulada por correo electrónico el 13 de junio de 2017 señala que en su condición de periodista del Diario Digital el mundo.cr está realizando una investigación sobre el botadero ilegal de basura en la Finca Las Animas. En criterio de este Tribunal es evidente que el asunto reviste interés público, por tratarse de un problema de disposición de residuos sólidos, de manera que el acceso a la información de esa naturaleza no es restringido. En cuanto a las razones para denegar el acceso al documento, las autoridades recurridas indican que a la amparada se le informó que existe un caso pendiente de resolución en el Ministerio Público, y que fueron convocados a una audiencia que se realizará en el mes de setiembre, por lo que hasta que se resuelva ese litigio, no sería de acceso público el oficio en cuestión. Al respecto, de la constancia agregada al expediente se desprende que la causa penal indicada se encuentra archivada desde el 13 de abril de 2016, por haber dictado el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José sobreseimiento definitivo, por lo que no resulta de recibo el alegato de los recurridos. Por otra parte, el hecho de que exista un proceso pendiente ante el Tribunal Ambiental Administrativo en el que se está conociendo el caso del botadero ilegal en la Finca Las Animas, en la Carpio, y que la recurrente no es parte en ese proceso, en criterio de este Tribunal no resulta una razón para negarle el acceso al oficio requerido, que versa sobre la situación actual del botadero ilegal que existe en dicho lugar, asunto de evidente interés público no sólo para el medio de comunicación sino para cualquier ciudadano. En consecuencia, la Sala estima que se ha producido la lesión al derecho de acceso a la información administrativa, tutelado en el numeral 30 de la Constitución Política, en perjuicio del recurrente, por lo que el recurso debe ser estimado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena Directora a.i. del Área Rectora de Salud de Carmen, Merced, Uruca del Ministerio de Salud, que, en el término improrrogable de TRES DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, de acceso al documento solicitado por la periodista del Diario Digital el Mundo CR. 


	INFORMACION
	ACCESO A LAS ACTAS DEL CONCEJO MUNICIPAL DE ZARCERO

Expediente: 17-011991-0007-CO
Sentencia: 013443-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el CONCEJO MUNICIPAL DE ZARCERO. La sentencia 013443-17 de las 9:15 horas del 25 de agosto, analiza el tema planteado por un periodista, que solicitó al Concejo recurrido, mediante correo electrónico, copia de las actas de cada una de las sesiones ordinarias semanales, una vez aprobadas. No obstante, no le han suministrado tal información pública. En cuanto a la pretensión del recurrente para que mes a mes se le envíen por correo electrónico las actas que se lleguen a emitir hasta fin de año, se rechaza, toda vez que el derecho a la información pública, cobijado en el artículo 30 constitucional, parte del presupuesto jurídico de que la información exista al momento de su requerimiento. La Sala considera importante precisar que en atención al principio de transparencia y de rendición de cuentas de la administración pública, contemplado en el numeral 11 de la Constitución Política, deviene procedente que la municipalidad recurrida tenga las actas de las sesiones del Concejo Municipal a disposición de los administrados en su sitio Web, pues de esta forma la ciudadanía ejerce un mejor control de la gestión municipal y el sano manejo de los fondos públicos. En virtud de lo anterior y dado que, por un lado, la Municipalidad de Zarcero ya cuenta con una página Web ( http://www.zarcero.go.cr/ ), y, por otro, la publicación en la Internet de las actas de los órganos máximos de decisión en una Administración Pública simplifica de manera ostensible el acceso a tal información por parte del público, se debe declarar con lugar este extremo del amparo, y ordenarle a la autoridad recurrida que en su sitio de Internet ponga a disposición del público tanto las actas objeto de este amparo ya aprobadas por el Concejo Municipal de Zarcero como las que en el futuro se aprueben, todo lo anterior igualmente excluyendo de las mismas los datos confidenciales, como por ejemplo los contemplados en la “Ley de protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales”, número 8968 del 7 de julio de 2011. Se declara con lugar el recurso únicamente por la omisión del recurrido en entregarle al recurrente las copias de las actas aprobadas del Concejo Municipal de Zarcero desde abril de 2017 a la fecha, y por no haber puesto tal información a disposición del público en el sitio Web de esa corporación municipal. En consecuencia, se ordena al Presidente del Concejo Municipal de Zarcero, que gire las órdenes pertinentes y ejecute todas las actuaciones que correspondan al ámbito de su competencia, para que, por una parte, en el plazo máximo de 7 días hábiles contado a partir de la comunicación de este pronunciamiento, se suministre al recurrente copia de las actas aprobadas del Concejo Municipal de Zarcero de abril de 2017 a la fecha, y, por otra, en el plazo de 3 meses contado a partir de la notificación de este fallo, en el sitio Web de la Municipalidad de Zarcero se pongan a disposición del público tanto las actas objeto de este amparo ya aprobadas por el Concejo Municipal de Zarcero como las que en el futuro se aprueben. Todo lo anterior se dispone con la advertencia que deberá excluirse de la documentación, aquella información que resulte confidencial. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Abdelnour Granados dan razones adicionales.


	LIBERTAD DE PRENSA
	LIBERTAD DE PRENSA VRS EL DERECHO DE CONFIDENCIALIDAD

Expediente: 17-008978-0007-CO
Sentencia: 012926-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra REPRESENTANTE JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE SOCIEDAD PERIODÍSTICA EXTRA LIMITADA. La sentencia 012926-17 de las 9:30 horas del 18 de agosto, analiza el tema de una persona extranjera, que acude a la Sala, porque considera que se puso en peligro su seguridad y su vida, se lesionó su derecho a la intimidad, el honor y la reputación y se violentó el principio de confidencialidad contenido en el Reglamento de Personas Refugiadas, al publicarse información que asegura su permanencia en el país y su condición de solicitante de refugio. Del análisis de los autos, este Tribunal concluye que el reportaje periodístico en cuestión no atenta contra los derechos constitucionales de la accionante, pues la noticia da cuenta de hechos veraces y que pueden ser considerados de interés público. Considera la Sala que se trata, entonces, de un suceso periodístico normal, que puede ser de interés para la colectividad –hay un relevante interés público- y que fue contrastado con varias fuentes noticiosas y oficiales. Vistas así las cosas, se debe analizar el posible choque entre la libertad de prensa -garantizados en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 28 de la Constitución Política- y el derecho de confidencialidad -que se desprende de la Guía Práctica para funcionarios de DAS, Recomendaciones de tratamiento ante Solicitantes de la Condición de Refugiado, emitidas por el ACNUR, del artículo 61 de la Ley de Migración y Extranjería, Ley 8764, y el Reglamento de Personas Refugiadas, Decreto Nº 36831-G-. Ahora bien, al contrastar la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados con la Convención Americana sobre Derechos Humanos (que es un instrumento de Derechos Humanos posterior), no se deduce que se haya establecido como una limitación a la libertad de prensa el principio de confidencialidad, excepto para los funcionarios que conocen del proceso; en cuyo caso, si el asunto reviste un interés público, habría que dar primacía a la libertad de prensa. Ante este panorama, y partiendo del hecho de que no consta que en el artículo cuestionado se haya revelado información contenida en el expediente de solicitud de refugio, sino que únicamente se hizo alusión a su existencia y basado en la comunicación de una funcionaria del Subproceso de Comunicación de la Dirección de Migración y Extranjería, esta Sala considera que corresponde desestimar el amparo en cuanto a este extremo, dada la preponderancia de la libertad de prensa frente al principio de confidencialidad, máxime que el revelar que la recurrente tiene una solicitud de refugio, que le fue denegada y que presentó el recurso de apelación, en nada está poniendo en peligro su integridad física o vida, toda vez que esa información no permite identificar el lugar dónde vive, su teléfono u otros datos sensibles. Sobre la actuación de la Dirección de Migración y Extranjería. Si bien el presente recurso fue interpuesto contra el medio periodístico referido, durante la tramitación del mismo se evidenció que la publicación impugnada se sustentó en información facilitada por una funcionaria pública del Subproceso de Comunicación de esa Dirección, tal y como se desprende del elenco de hechos probados. En este punto, se impone advertir que el examen de este Tribunal se limita a determinar si el principio de confidencialidad al que se encuentran sujetos los funcionarios que conocen de estos procesos aplica únicamente al contenido del expediente de solicitud de refugio o si abarca la existencia de su trámite; pues no le compete a esta jurisdicción analizar o pronunciarse sobre la procedencia o no del estatus solicitado. A partir de este marco fáctico, normativo y jurisprudencial, 1) dado que las personas que solicitan refugio lo hacen por tener temores fundados de ser perseguidos, es decir, que consideran que su seguridad, integridad y vida están en peligro, 2) dado que es obligación del Estado brindar protección a las personas que solicitan –o a quienes se les ha concedido- dicho estatus, y 3) dado que los funcionarios públicos que gestionen este tipo de solicitudes están sujetas al deber de reserva, bajo pena de incurrir en responsabilidad disciplinaria o inclusive de tipo penal, concluye esta Sala que el principio de confidencialidad abarca todo el procedimiento de solicitud de la condición de refugiado, es decir, tanto el contenido del expediente (la información sensible contenida en este) como la mera existencia del trámite. Así las cosas, resulta claramente lesivo de los derechos de la amparada el que se haya confirmado al reportero del periódico accionado la existencia de un proceso de solicitud de refugio a nombre de la amparada, por lo que procede estimar el presente recurso, como en efecto se ordena, a fin de ordenar a la autoridad recurrida abstenerse de incurrir nuevamente en dicha conducta. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la Dirección General de Migración y Extranjería. En consecuencia, se ordena a la Directora general de Migración y Extranjería, abstenerse de incurrir nuevamente en las conductas y los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. En relación con el Diario Extra, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal y las Magistradas Hernández López y Abdelnour Granados salvan parcialmente el voto y declaran con lugar el recurso también en contra del periódico Diario Extra por violación al principio de confidencialidad.


	MINORIAS
	SE ORDENA AL MOPT TOMAR ACCIONES PARA ACCESO A PERSONA CON DISCAPACIDAD AUDITIVA AL EXAMEN TEORICO DE MANEJO

Expediente: 17-008937-0007-CO
Sentencia: 012925-17
Ponente: Magistrada Rosita Abdelnour Granados

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES. La sentencia 012925-17 de las 9:30 horas del 18 de agosto, analiza el caso de una persona con discapacidad auditiva, a quien no se le aplicó adecuación curricular para la realización del examen teórico, en este caso consta que, si bien es cierto, la Dirección General de Educación Vial le brinda un trato preferencial aquellas personas que comuniquen con antelación que poseen algún tipo de discapacidad, el formulario virtual no contempla una opción que “alerte” que se trata de una persona que requiere de adecuación. No es suficiente que en el caso de las personas sordas la Dirección recurrida les brinde la opción de asistir a clases presenciales durante cuatro días; que se les otorgue cuarenta minutos de más para realizar el examen y que se les asigne un intérprete; es necesario que desde el inicio que el usuario accede a la página habilitada para la matrícula, se le permita indicar que se trata de una persona que tiene algún tipo de discapacidad, de esa forma se garantiza el servicio de apoyo que requiere para lograr una equitativa inserción en la sociedad en condiciones de igualdad. Ante ese panorama el recurso deviene procedente en cuanto a este extremo. En cuanto a una queja planteada por el recurrente, que no fue tramitada por la administración, en este caso consta que, la pestaña utilizada por el recurrente para interponer su queja, presenta una deficiencia, la cual, según lo informado, ya fue comunicado a la Asesoría en Tecnología de la información de esa autoridad. En conclusión, el recurso debe ser declarado con lugar en cuanto a este extremo. Finalmente, se demuestra que al accionante no se le dio asistencia para el examen, en lenguaje lesco, pues existe un faltante considerable de intérpretes que apoyen a la población sorda que desea realizar el examen para licencia de conducir. Ante este panorama, se constata la infracción a sus derechos fundamentales a la igualdad y no discriminación y a la dignidad humana, pues no se le brindó al recurrente la ayuda técnica y el servicio de apoyo que requiere para lograr una equitativa inserción en la sociedad en condiciones de igualdad. Sobre el marco normativo de protección a las personas con discapacidad, se cita la normativa nacional e internacional sobre el tema y el voto 006341-17. Sobre la sociedad inclusiva y las personas con discapacidad, se cita igualmente el voto 006341-17 y se reitera que la plena inclusión de la persona con discapacidad desde su infancia en el proceso educativo, no solo viene a favorecer el desarrollo humano del menor directamente afectado, sino que además enriquece y contribuye al pleno desenvolvimiento de las capacidades de todos los miembros de la sociedad, puesto que es un factor crucial e indispensable para que todas las personas se constituyan en miembros útiles de la misma, promotores de valores humanos fundamentales como la paz, la igualdad, la tolerancia y la solidaridad social. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Ejecutiva del Consejo de Seguridad Vial y al Director General de la Dirección General de Educación Vial, que emitan las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que: 1.) se le realice al amparado DE FORMA INMEDIATA el examen teórico que se le había programado para el 02 de julio del 2017 –evaluación en la que debe garantizarse la presencia de un intérprete de lesco-; 2.) en el plazo de 15 días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le brinde al recurrente respuesta de la queja interpuesta mediante la casilla “quejas y denuncias” habilitada en la página web del Consejo de Seguridad Vial; 3.) en el plazo máximo de 15 días se incluya en la página web que se utiliza para la matrícula del examen teórico una opción que permita informar su discapacidad auditiva para que la autoridad accionada tome las medidas pertinentes según sus necesidades; 4.) en el plazo máximo de SEIS MESES culminar con el proceso de capacitación en lesco que iniciaron los cinco funcionarios de la Dirección General de Educación Vial. En cuanto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso.


	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA QUE UN PLAZO DE OCHO MESES SE ARREGLE CALLE DE LA COMUNIDAD DE AGUA CALIENTE, DISTRITO SAN FRANCISCO DE CARTAGO

Expediente: 17-010174-0007-CO
Sentencia: 012628-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE CARTAGO. La sentencia 012628-17 de las 9:20 horas del 11 de agosto, cuestiona el mal estado de la calle que se ubica cien metros norte del Cementerio de la comunidad de Agua Caliente, distrito San Francisco, la cual es intransitable, genera mucho polvo y la falta de aceras, caños y rampas. Este Tribunal, en su jurisprudencia, ha reconocido la obligación de las Municipalidades, de ejecutar acciones eficaces y céleres, en función de las necesidades de la circunscripción territorial asignada a cada corporación municipal, y que se encuentra íntimamente ligado al elemento de población. Tales obligaciones, derivan de lo contemplado en los artículos 169 y 170, de la Constitución Política, siendo que abarca un amplio número de actividades. (Sentencias 12886-11, 010541-15 y 000427-16). En este caso, la Sala tiene por demostrado que, desde el 30 de marzo de 2012, el recurrente solicitó al Alcalde de la Municipalidad de Cartago la reparación de la calle que se encuentra en mal estado y que se ubica en la intersección de la Calle Villa Johana con la Calle Los Cerrillos y hasta la entrada a la Urbanización María Isabel, así como la construcción de aceras y rampas. El Alcalde Municipal dio respuesta a la gestión presentada por el recurrente y le indicó, que la calle denunciada no se encontraba incluida en el Inventario de la Red Vial Cantonal, por lo que era necesario realizar dicho estudio, a fin de determinar su índice de vialidad técnico social y con ello, la prioridad de la intervención. En virtud del tiempo transcurrido y la falta de una solución al problema denunciado, el 18 de abril de 2017, el recurrente junto con los demás vecinos de Agua Caliente de Cartago, reiteraron la denuncia a la Municipalidad accionada, por lo que el 29 de mayo de 2017, el Alcalde les reiteró que la vía no se encuentra en el inventario de la red vial cantonal y que se está en proceso de desarrollar el proyecto para la actualización de la misma, mismo que inició el 2 de febrero de 2017 y tiene una duración de ciento ochenta días naturales. Resulta claro, que han transcurrido más de cinco años desde que el recurrente y demás vecinos presentaron la queja por el mal estado de la calle de marras, y la autoridad recurrida aun no la ha clasificado en la red vial, y mucho menos solucionado el problema del polvo, transitabilidad y la falta de aceras, por lo que la situación persiste. En consecuencia, considera esta Sala que se ha violado el derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos, la Convención de Nueva York sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y a la Convención Interamericana contra la Discriminación de Discapacitados. Así las cosas, el recurso debe declararse con lugar y se ordena a la Municipalidad de Cartago el cumplimiento efectivo de su obligación de mantener en buen estado las calles y existencia de aceras, objeto del este recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Municipalidad de Cartago, que, dentro del plazo de ocho meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, realice las obras necesarias en la calle localizada cien metros norte del Cementerio de la comunidad de Agua Caliente, distrito San Francisco de Cartago, a efectos de dejarla en buen estado para transitar y libre de contaminación de polvo. Además, en dicho plazo debe notificar a los propietarios de bienes inmuebles, ubicados en la citada calle, la obligación de construir aceras, de manera que, si dicha obligación no se cumple, aplique el procedimiento de construcción establecido en el Código Municipal dentro de ese mismo plazo. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Hernández Gutiérrez salvan el voto y declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Castillo Víquez y Salazar Alvarado, ponen notas separadas.


	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA CONCLUIR OBRAS EN EL PUENTE SOBRE EL RÍO SAN RAFAEL EN PAQUERA

Expediente: 17-010495-0007-CO
Sentencia: 012948-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE PUNTARENAS Y EL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES. La sentencia 012948-17 de las 9:30 horas del 18 de agosto, analiza el caso de la comunidad de Paquera, que se vio afectada por fuertes aguaceros. El afluente que discurre paralelo a San Rafael de Paquera se llevó una de las paredes que sostiene el puente que comunica esa comunidad con el centro del distrito de Paquera. En dicha oportunidad, se colocaron unas bases de hierro en el puente; no obstante, el trabajo quedó abandonado. Considera esta Sala que, si bien, la Municipalidad recurrida realizó algunas actuaciones tendentes a corregir la situación de riesgo detectado, lo cierto es que, existe un peligro para las personas que transitan la ruta y el puente, por ende, es evidente que la situación no ha sido corregida. Nótese que, si bien la autoridad accionada ya inició el procedimiento de contratación para concluir con la construcción del puente, lo cierto es que dicho proceso tiene 7 años de estar en proceso de construcción, aunado a que es la ruta que conecta el poblado de San Rafael con el Distrito central de Paquera. Al respecto, es necesario recordar, a las autoridades de la Municipalidad de Puntarenas que, sobre ella pesan obligaciones específicas, de conformidad con los principios de eficiencia y eficacia –que delimitan el derecho al buen funcionamiento de los servicios públicos- y, por ende, según el ámbito de su competencia, debe tener capacidad de previsión y de detección del deterioro de la infraestructura vial, en aras de evitar situaciones de riesgo para los administrados. Lo anterior, sin que las razones de naturaleza presupuestaria o, en general, la falta de recursos materiales, puedan ser justificantes para el incumplimiento de sus obligaciones. Así, esta Sala debe intervenir, con el fin de restablecer a las personas que transitan sobre el puente en cuestión, en el pleno goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. Razón por la cual, se declara con lugar el recurso, en los términos dispuestos en la parte dispositiva de esta sentencia. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde e Intendenta Municipal de Paquera, ambos de la Municipalidad de Puntarenas, que, en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente resolución, concluyan las obras constructivas del puente sobre el Río San Rafael. En el ínterin deberá adoptar, el recurrido, las medidas de seguridad respectivas para garantizar la seguridad de las personas que por ahí transitan. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara sin lugar el recurso.


	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA REALIZAR EL TRASPASO DE LAS ÁREAS COMUNES DE LA URBANIZACIÓN 11 DE MARZO A LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA

Expediente: 17-011220-0007-CO
Sentencia: 013382-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el INSTITUTO MIXTO DE AYUDA SOCIAL Y LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA. En la sentencia 013382-17 de las 9:15 horas del 25 de agosto, se cuestiona la falta de interés del Instituto Mixto de Ayuda Social, para hacer entrega de las áreas comunales de la Urbanización 11 de Marzo, tales como, alamedas, calles, jardín de niños, entre otros, a la Municipalidad de Alajuela, ya que, la municipalidad recurrida no le ha dado mantenimiento a ninguna de las áreas citadas ni, tampoco, al sistema de alcantarillado de la urbanización, lo cual ha provocado que las aguas pluviales y jabonosas se desborden e inunden las casas, afectando sus economías y su salud. Analizada la prueba en este caso, señala la Sala que resulta necesario indicar que a este Tribunal no le corresponde establecer cuáles deben ser los requerimientos que deben ser cumplidos por el Instituto Mixto de Ayuda Social para que, finalmente, sean aceptadas las áreas comunes de la Urbanización el Roble por parte de la Municipalidad de Alajuela ni, tampoco, indicar a quién debe realizar las erogaciones correspondientes, según la legislación aplicable para darle mantenimiento a las zonas comunes. No obstante, lo que sí resulta de relevancia para este Tribunal, es que ninguna de las partes rebate la existencia de los problemas descritos por las recurrentes, por lo que se tiene por acreditado que viven en condiciones urbanísticas no aptas para el desarrollo integral de una persona, familia o comunidad y, además, debido a la basura acumulada en las alcantarillas, las aguas pluviales y jabonosas inundan sus casas, afectando sus economías y su salud. De conformidad con lo anterior, este Tribunal tiene por acreditada la omisión tanto de la Municipalidad de Alajuela, como del Instituto Mixto de Ayuda Social, en tomar todas las medidas de su competencia para dotar a los vecinos de esa urbanización de un espacio idóneo para desplegar actividades recreativas y comunales y, además, de un espacio en el que libre de inundaciones por la acumulación de basura en las alcantarillas. Esa inercia de los actores involucrados violenta los derechos fundamentales de las recurrentes a una justicia administrativa pronta y cumplida y, además, a su derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Mixto de Ayuda Social y al Alcalde de la Municipalidad de Alajuela, que tomen las medidas de su competencia para que en el plazo de QUINCE DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, giren las órdenes necesarias dentro del ámbito de sus competencias, para que se realice la limpieza del sistema de alcantarillado de la Urbanización el Roble y, finalmente, se ordena que, en un plazo no mayor de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realice el traspaso de las áreas comunes de la urbanización a la Municipalidad de Alajuela y, además, se realicen las labores de mantenimiento que correspondan según la normativa aplicable. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota.


	MUNICIPALIDAD
	SE CUESTIONA REMODELACION DEL GRAN HOTEL COSTA RICA

Expediente: 17-009600-0007-CO
Sentencia: 013354-17
Ponente: Magistrado Ricardo Madrigal Jiménez

Recurso de amparo contra el GRAN HOTEL COSTA RICA, EL MINISTERIO DE CULTURA Y JUVENTUD Y LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. La sentencia 013354-17 de las 9:15 horas del 28 de agosto, cuestiona la remodelación que hacen del Gran Hotel Costa Rica, que fue declarado Patrimonio Histórico-Arquitectónico de Costa Rica, por Decreto Ejecutivo No. 32.189 del 7 de diciembre de 2004, motivo por el cual sus fachadas no pueden sufrir modificaciones drásticas que contravengan las condiciones ahí dispuestas. Se afirma que se destruyó el quinto piso del edificio y se pretende construir un nuevo piso con un diseño, totalmente, antagónico a la esencia del diseño original que data de 1930. Después de analizar los elementos probatorios aportados considera esta Sala que procede desestimar el reclamo planteado, por no haberse constatado una violación a los artículos 50 y 169 de la Constitución Política. En este caso se observa con claridad que el Centro de Investigación del Patrimonio Cultural del Ministerio de Cultura y la Municipalidad recurrida han actuado de manera responsable y coordinada con la finalidad de mantener incólume la protección a los bienes de patrimonio histórico, pues oportunamente efectuaron los estudios y verificaron el cumplimiento de los requisitos respectivos para proceder con la remodelación en disputa. De igual forma, es importante advertirle, a los recurrentes que esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración, de modo que no le compete revisar la procedencia de lo dispuesto en referencia a los permisos en disputa por parte de la Municipalidad de San José o del Centro de Patrimonio accionado; y menos aún, verificar si dichos permisos fueron otorgados de forma improcedente o al amparo de una ilegalidad. Lo alegado constituye un asunto ajeno al ámbito de competencia de esta Jurisdicción. En virtud de lo expuesto, deberán los amparados plantear sus alegatos ante las propias dependencias recurridas a través de los recursos que sean aplicables, o en su defecto, en la vía jurisdiccional correspondiente. En consecuencia, lo procedente es declarar sin lugar el recurso.


	PENITENCIARIO
	LIMITACIÓN DE LLAMADAS INTERNACIONALES A PRIVADOS DE LIBERTAD

Expediente: 17-009879-0007-CO
Sentencia: 013357-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra EL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA LETICIA DE GUÁPILES. La sentencia 013357-17 de las 9:15 horas del 25 de agosto, analiza el tema de las llamadas telefónicas de los privados de libertad, que tienen a sus familiares fuera del país. En el caso concreto, el recurrente acusa que no puede realizar llamadas internacionales a sus familiares en Panamá, porque los recurridos procedieron a limitar la posibilidad de realizar llamadas internacionales salientes a cobrar desde diciembre de 2016, por una serie de fraudes que se estaban denunciando. La Sala estima que existen métodos menos lesivos para evitar el uso fraudulento del servicio, como es la gestión de la llamada a través de operadoras telefónicas, con el fin de evitar afectar gravemente el contacto del privado de libertad con su familia y seres cercanos en el extranjero. No se estima razonable limitar la posibilidad de contacto con la familia al uso de tarjetas telefónicas, las cuales pueden ser de difícil acceso para población extranjera privada de libertad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Jaime Palermo Quesada, en su condición de Gerente de Telecomunicaciones del Instituto Costarricense de Electricidad, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que gire las órdenes pertinentes y lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de su competencia para que se restablezca la posibilidad de llamadas internacionales salientes por cobrar en los teléfonos públicos de los centros penales, sin perjuicio de las medidas que se tomen a fin de evitar situaciones fraudulentas, todo en el plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. 


	PENITENCIARIO
	SE CONDENA ATRASO EN COLOCAR MECANISMO ELECTRONICO A PRIVADO DE LIBERTAD

Expediente: 17-012518-0007-CO
Sentencia: 013326-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de hábeas corpus contra el JUZGADO PENAL DE GRECIA y la UNIDAD ESPECIALIZADA DE ATENCIÓN A PERSONAS SUJETAS AL USO DE MECANISMOS ELECTRÓNICOS DEL MINISTERIO DE JUSTICIA. La sentencia 013326-17 de las 9:15 horas del 23 de agosto, analiza el caso de un privado de libertad, que acusa que fue detenido de manera ilegítima, por más de 48 horas, toda vez que pese a tener la orden de libertad desde el 4 de agosto de 2017, esta no se acató ese día porque la unidad recurrida, no le colocó el respectivo dispositivo electrónico que requería para ser puesto en arresto domiciliario. Analizados los informes y las pruebas, procede declarar con lugar el recurso únicamente en contra de la Unidad Especializada de Atención a Personas Sujetos al Uso de Mecanismos Electrónicos. Al respecto, se observa que la orden judicial del 4 de agosto de 2017 que dispuso la libertad del tutelado indicó expresamente que se debía ejecutarse ese día, una vez que se le hubiere puesto el dispositivo electrónico correspondiente; sin embargo, pese a que la autoridad judicial comunicó vía telefónica tal decisión a la jefatura de la Unidad Especializada de Atención a Personas Sujetas al Uso de Mecanismos Electrónicos, a las 15:50 horas de ese día (es decir, dentro del horario laboral que iba de las 8:00 horas a las 16:00 horas), se le indicó que el dispositivo no se podía colocar sino hasta el lunes 7 de agosto de 2017. En adición, los demás elementos de este expediente evidencian que al momento en que el tutelado ingresó al CAI La Reforma (17:20 horas) a fin de gestionar las coordinaciones respectivas para que le pusieran el dispositivo, ya estaba cerrada la unidad recurrida, por lo que debía esperarse hasta el 7 de agosto de 2017 y no fue sino hasta esa fecha que se le colocó el mecanismo electrónico. En virtud de lo expuesto, se acredita una restricción ilegítima del derecho a la libertad del tutelado en cuanto al plazo que tuvo que esperar para que le colocaran el dispositivo electrónico ordenado por el juez. Cabe destacar que la unidad recurrida, desde el momento en que se puso en su conocimiento la respectiva orden judicial, se encontraba en la obligación de tramitar la colocación del dispositivo electrónico y coordinar lo que fuere necesario para que ello ocurriera; lo anterior, sin perjuicio de que para el momento oportuno requirieran la documentación pertinente. Ahora bien, como el dispositivo electrónico ya le fue colocado al tutelado incluso desde antes de la interposición del recurso, lo procedente es estimarlo únicamente para efectos indemnizatorios. Se declara con lugar el recurso para efectos indemnizatorios únicamente en contra de la Unidad Especializada de Atención a Personas Sujetas al Uso de Mecanismos Electrónicos del Ministerio de Justicia y Paz. 


	PODER EJECUTIVO
	SE ORDENA ARREGLAR PROBLEMAS DE DESBORDAMIENTO DE QUEBRADA SECA EN SAN ANTONIO DE BELEN EN EL PLAZO DE UN AÑO

Expediente: 17-009849-0007-CO
Sentencia: 012314-17
Ponente: Magistrado Carlos Estrada Navas

Recurso de amparo contra el CONSEJO NACIONAL DE VIALIDAD. La sentencia 012314-17 de las 9:15 horas del 04 de agosto, analiza el caso de los recurrentes, vecinos de la urbanización La Amistad, de San Antonio de Belén, que demandaron la tutela de su derecho a la seguridad e integridad física, pues, según afirman, se ven afectados por el desbordamiento de Quebrada Seca, debido a la existencia de un remanso de agua que se genera por la falta de capacidad hidráulica en las alcantarillas de la ruta nacional No. 147. Aseguran que, pese a diversos informes técnicos, la autoridad recurrida no ha realizado ninguna obra de las que se propusieron, poniendo en riesgo su integridad por desbordamientos. En este caso, se puede advertir, no solo no se ha atendido el problema reclamado por los amparados, sino que no existe certeza de cuándo se va a atender, pues, se aduce la existencia de problemas de infraestructura más severos –a saber 288-, y por ende con mayores riesgos y afectaciones-, que imponen una atención prioritaria, y justifica el retardo en atender problemas como el reclamado, entre otras cosas, en limitaciones presupuestarias, falta de empresas y la complejidad de los procesos (informe). Así las cosas, estima Sala que se produjo la desatención reprochada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director Ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Vialidad, que lleve a cabo todas las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones a efectos de que, en un plazo de un año, brinde una solución al problema reclamado por los amparados. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota. El Magistrado Rueda Leal da razones separadas.


	PODER EJECUTIVO
	SE ACUSA DETERIORO DE EDIFICIO QUE ES PATRIMONIO HISTORICO

Expediente: 17-010764-0007-CO
Sentencia: 012959-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA, Y EL MINISTERIO DE CULTURA Y JUVENTUD, Y LA MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA. La sentencia 012959-17 de las 9:30 horas del 18 de agosto, analiza el tema de planteado por un ciudadano, que acusa que el edificio de la denominada "Escuela de Enseñanza Especial Fernando Centeno Güell", encuentra desprotegido y en estado de total abandono, convertido en un tugurio. Explica que ese inmueble fue declarado "de interés histórico arquitectónico", por medio del Decreto No. 20628-C de 5 de agosto de 1991, publicado en la Gaceta No. 167 de 4 de setiembre de 1991. Aduce que, pese a que ha presentado diversas denuncias, los responsables no han realizado ningún acto tendiente a proteger el inmueble. Sobre el artículo 89 de la Constitución Política, que establece el derecho fundamental al disfrute del patrimonio histórico de la Nación, dentro del cual se incluyen aquellos inmuebles a los que se les ha otorgado la calificación de patrimonio histórico-arquitectónico, se cita el voto 3656-03. Señala la Sala que, del estudio de los autos, se desprende que la edificación mencionada pertenece al Estado y está a nombre del Ministerio de Educación Pública, por lo que dicha institución es la encargada de garantizar su preservación, con la asesoría del Ministerio de Cultura y Juventud. La Sala estima procedente indicar al Ministerio de Educación Pública, que una vez sea completada la primera etapa de las labores tendientes a la conservación de la Escuela de Enseñanza Especial Fernando Centeno Güell, deberá dentro de un lapso razonable continuar con las siguientes fases de esas obras, para lo cual deberá gestionar y reservar las partidas presupuestarias del caso. Asimismo, se recuerda al Ministerio de Cultura y Juventud brindar su asesoría y seguimiento en las labores antes mencionadas, de forma tal que se garantice la adecuada preservación del inmueble antes citado. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo dicho en el considerando V de esta sentencia.


	PODER JUDICIAL
	
REQUISITOS PARA PARTICIPACIÓN EN CONCURSO DE MAGISTRADO SUPLENTE

Expediente: 17-011536-0007-CO
Sentencia: 012431-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra la DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA DEL PODER JUDICIAL. La sentencia 012431-17 de las 9:15 horas del 04 de agosto, analiza el caso de una persona que ha participado como oferente en la convocatoria para magistrado suplente de esta Sala, cumpliendo con los formularios, declaraciones y atestados solicitados, mediante el oficio RS-0620-2017 de 11 de julio de 2017, se le informó por parte del Departamento de Unidad de Reclutamiento del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, que no cumple con el requisito de haber ejercido la profesión durante 10 años. Además, a pesar de que gestionó que se reconsiderada su oferta, se confirmó dicha disposición. En anteriores oportunidades, esta Sala se ha pronunciado sobre la constitucionalidad de la metodología y requisitos que se utiliza para el nombramiento de los diferentes funcionarios que participan en este tipo de concursos. Se cita el voto 010896-04. La Sala descarta que haya alguna lesión a los derechos fundamentales del tutelado, toda vez que, como se consideró en la sentencia citada, pues se trata de una falta de requisitos exigidos para ocupar el puesto en cuestión. Se rechaza por el fondo el recurso.


	PODER JUDICIAL
	COMUNICACIÓN DE PRIVADOS DE LIBERTAD DURANTE DETENCIÓN EN CELDAS DEL OIJ

Expediente: 17-012312-0007-CO
Sentencia: 012903-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de hábeas corpus contra la DIRECCIÓN GENERAL DE ADAPTACIÓN SOCIAL Y LA SECCIÓN DE CÁRCELES DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ. La sentencia 012903-17 de las 10:05 horas del 16 de agosto, analiza diferentes reclamos planeados por unos detenidos en las celdas del OIJ: 1) En cuanto al primer punto, se refiere a la estadía de los tutelados en celdas del OIJ, la cual considera indebidamente extensa; sin embargo, analizados las pruebas, no estima la Sala, que la permanencia de dichos tutelados en celdas del OIJ lesionara el criterio de razonabilidad. 2) Se acusa la falta de recepción de ropa y la posibilidad de lavarse los dientes; no obstante, la Sala tuvo por probado que se hizo entrega a los tutelados de artículos personales (ropa, artículos de higiene personal, etc.) durante su estancia en celdas del OIJ. Por otro lado, se indicó bajo juramento que las celdas cuentan con ducha, lavamanos y servicio sanitario, a fin de que los privados de libertad puedan asearse. 3) Finalmente, la accionante reclama que los tutelados no pueden comunicarse con sus familiares y seres cercanos. Del caso concreto desprende, que solo se está permitiendo dos llamadas telefónicas durante la estancia en celdas del OIJ. Al respecto, la Sala observa que la incomunicación de los privados de libertad es una medida excepcional que únicamente puede ser dispuesta por el juez competente o el Ministerio Público, según las disposiciones del artículo 261 del Código Procesal Penal y el artículo 44 de la Constitución Política. Además, la propia Jefatura de Cárceles del Segundo Circuito Judicial de San José emitió la circular Nº 04-2017, aportada por la parte accionada, dispone que “Se deberá dar una llamada en horas de la mañana a cada Privado o Privada de libertad, o cuando venga ingresando a Celdas.” Visto que la estancia de los amparados abarcó varios días y que se incumplió lo dispuesto en dicha circular, se estima que la autoridad recurrida incurrió en una lesión a sus derechos fundamentales al permitir a los afectados, durante los varios días que estuvieron detenidos en las cárceles del OIJ, hacer solo dos llamadas telefónicas, pues esto implica que pasaron varios días sin poder llamar por teléfono. En ese tanto, se declara con lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en contra de la Sección de Cárceles recurrida y en cuanto a la posibilidad de comunicación de los amparados. Se ordena al Jefe Administrativo de la Sección de Cárceles del II Circuito Judicial de San José, adoptar las acciones necesarias para que no se incurra nuevamente en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso, bajo apercibimiento de cometer el delito sancionado en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 


	PRONTA RESOLUCION
	RECHAZO AD PORTAS DE LA DOCUMENTACIÓN DE UN ADMINISTRADO

Expediente: 17-011434-0007-CO
Sentencia: 012996-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra la DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA. La sentencia 012996-17 de las 9:30 horas del 18 de agosto, cuestiona la negativa de la institución recurrida de aceptar documentación planteada por una administrada, para adjuntar a un expediente, aduciendo que estaba pendiente de notificar una resolución.  Sobre el rechazo ad portas de la documentación de un administrado. Este Tribunal Constitucional ha reconocido que la Administración no puede rechazar ningún documento sin antes realizar la valoración respectiva del caso. Lo anterior, en aras de resguardar el principio de informalismo en favor del administrado aplicable a los procedimientos administrativos, así como los derechos consagrados en los artículos 27 y 41 de la Constitución Política. En consecuencia, no es lícito rechazar ad portas una gestión, salvo que adolezca de serios vicios que impidan su tramitación, como la falta de identidad del solicitante o su firma, pues, de lo contrario se produce una denegatoria de justicia administrativa. (Sentencia 010510-05). En el caso concreto, la justificación de la autoridad recurrida para rechazarle la documentación, era que el expediente tenía una resolución pendiente y por ello había que devolverle la documentación que ya había sido sellada como recibida. Bajo esa lógica, la Administración recurrida limita que los administrados que tienen un expediente administrativo, presenten la documentación que consideren oportuna, por un mero tecnicismo, como la falta de notificación de una resolución y así, dándose una denegatoria de justicia administrativa. Además, violentando los principios que rigen a la Administración Pública, como la eficiencia, eficacia, simplicidad, celeridad y el informalismo a favor del administrado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, de conformidad con el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se le previene a la directora general de Migración y Extranjería, que se giren las instrucciones para que no se vuelva a incurrir en los hechos que dieron mérito para acoger el recurso, pues de modo contrario, cometerá el delito previsto en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso.


	SERVICIOS PUBLICOS
	SE ORDENA DAR SERVICIO DE AGUA POTABLE A COMUNIDAD DE LA UNIÓN CAMPESINA DE SIQUIRRES

Expediente: 17-011079-0007-CO
Sentencia: 012659-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS Y LA MUNICIPALIDAD DE SIQUIRRES. La sentencia 012659-17 de las 9:20 horas del 11 de agosto, cuestiona la comunidad de la Unión Campesina de Siquirres, que carece de agua potable. Del estudio de los autos, se desprende que el sector antes citado efectivamente no cuenta con el suministro de agua potable, por lo que los habitantes deben abastecerse del líquido por medio de pozos artesanales. Se tiene por probado que al menos desde el 1 de marzo de 2016 las autoridades del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados conocían sobre la problemática citada. La Sala estima que en el presente asunto sí existe una lesión a los derechos de los tutelados, la que es imputable al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Esto, por cuanto a pesar de que desde hace más de un año dicha autoridad tenía conocimiento sobre la situación que aquejaba a los pobladores de la Unión Campesina de Siquirres, únicamente constan documentos en los que se indica que se incluirá un proyecto para ser eventualmente desarrollado, siendo que, con posterioridad a ello, no se denota que se haya realizado algún tipo de acción tendiente a brindar una solución efectiva para la problemática mencionada. Lo anterior, implica una clara lesión a lo dispuesto por los artículos 21 y 50 de la Constitución Política, pues la omisión de la autoridad accionada de atender el faltante de agua potable en la comunidad de la Unión Campesina, implica un riesgo para la salud de la población del sitio, toda vez que se ven obligados a recurrir a pozos artesanales que no reúnen las condiciones del caso, tal y como se deduce del informe rendido por el Área Rectora de Salud de Siquirres. Sobre el tema del acceso al derecho al agua, se cita el voto 006221-11. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena al subgerente general, al jefe de la Oficina Cantonal de Siquirres, y al director de la Región Huetar Atlántica, todos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde una solución para la problemática de falta de suministro de agua potable en la comunidad de la Unión Campesina de Siquirres. 


	SERVICIOS PUBLICOS
	SE ORDENA PLANTEAR EN UN PLAZO SEIS MESES, UN PROYECTO A CARGO DE FONATEL DE INTERNET FIJO EN GUAYABAL DE MASTATE DE OROTINA

Expediente: 17-009074-0007-CO
Sentencia: 012604-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra CABLE TICA DE COSTA RICA S.A. y la SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES (SUTEL). La sentencia 012604-17 de las 9:20 horas del 11 de agosto, cuestiona que, en la comunidad de Guayabal de Mastate, solicitó el servicio de internet de banda ancha ante la empresa Cabletica. Sin embargo, le fue denegado, debido a que en la zona donde reside no existe cobertura. Adiciona que dicha situación le perjudica sus finanzas y relaciones familiares. Sobre el acceso a los servicios de telecomunicaciones, se cita el voto 012790-10. Sobre el principio de acceso universal de las telecomunicaciones, se cita la normativa vigente en el país. Sobre la actuación de la Superintendencia de Telecomunicaciones, se concluye que, efectivamente, la SUTEL ha incurrido en una infracción a los derechos fundamentales del accionante, toda vez que no ha actuado de manera célere, eficaz y eficiente para brindarle el servicio de internet fijo. Aunado a lo anterior, se constata que las autoridades de la SUTEL tienen conocimiento de la necesidad del servicio de internet desde un recurso de amparo anterior, sin que se hayan adoptado medidas con el fin de incluir a la comunidad de Guayabal de Mastate de Orotina en los proyectos a cargo de FONATEL. En el caso concreto se debe tomar en cuenta que el recurrente tiene derecho a recibir el servicio de internet fijo, para satisfacer sus necesidades correspondientes, máxime que según afirma labora en informática y goza de teletrabajo. Si bien, la autoridad recurrida informó bajo juramento que podría eventualmente incluirse dicha comunidad dentro de un proyecto cuya formulación se encuentra planeada para el segundo semestre de 2017, de manera que en el primer semestre de 2018 se promoverían los respectivos concursos para la selección del o los operadores de servicios de telecomunicaciones que se espera empiecen con la ejecución del contrato respectivo en el 2018. A pesar de lo anterior, observa esta Sala que dicha situación es incierta, sin que se haya incluido en algún proyecto en específico. Por lo anterior, resulta importante que la autoridad recurrida sea célere, eficaz y eficiente en definir el proyecto y un cronograma al respecto, así como en darlo a conocer al recurrente, quien merece recibir el servicio de internet fijo y conocer las gestiones que se están realizando con ese objetivo. Por lo anterior, procede declarar con lugar el presente recurso de amparo, únicamente en contra de la SUTEL, con las consecuencias que en la parte dispositiva se detallan. Se declara con lugar el recurso, únicamente contra la Superintendencia de Telecomunicaciones. En consecuencia, se ordena al Presidente del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones, que, en el improrrogable plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de este fallo, se plantee un proyecto a cargo de FONATEL de internet fijo en Guayabal de Mastate de Orotina, específicamente en los alrededores del campamento adventista, y se establezca un cronograma de éste y la fecha probable de su ejecución, lo cual deberá informarlo al amparado. En cuanto se dirige contra Cabletica S.A., se declara sin lugar el recurso. 


	SERVICIOS PUBLICOS
	SE ORDENA AL ICAA ASUMIR EL ACUEDUCTO DE LA COMUNIDAD DE JERICÓ DE DESAMPARADOS

Expediente: 16-016920-0007-CO
Sentencia: 012912-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS Y LA ASOCIACIÓN ADMINISTRADORA DEL ACUEDUCTO DE JERICÓ DE SAN MIGUEL DE DESAMPARADOS. La sentencia 012912-17 de las 9:30 horas del 18 de agosto, analiza el problema existente con el abastecimiento de agua potable en la comunidad de Jericó de Desamparados, que se ha venido agravando con el paso del tiempo por la escasa cantidad de agua, problemas con la desinfección del sistema y contaminación del agua por coliformes fecales. Dicha problemática, no ha sido ajena al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y al Ministerio de Salud. Se estableció, que la comunidad de Jericó, según ha quedado demostrado en autos, se ha estado abasteciendo de pequeños sistemas que ya no dan abasto, lo cual también ha sido ampliamente conocido por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Ya esta Sala se ha pronunciado en reiteradas ocasiones en el sentido de que si bien, el artículo 2, de la Ley 2726, faculta al AyA para convenir con organismos comunales la administración de sistemas de acueductos y alcantarillados, también es lo cierto que ese instituto, como ente rector en la materia, es el responsable de todos los asuntos relativos a la operación, mantenimiento, administración y desarrollo de los sistemas necesarios para el suministro de agua a las poblaciones (sentencia 006447-12). A partir de lo anterior, la Administración no puede excusar la inexistencia de un servicio eficiente de agua potable por la falta de organización comunal, o por la mala gestión en la administración del acueducto rural por parte de la ASADA. Ahora bien, dada la problemática descrita, resulta claro que hay fundamento suficiente para que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados -como ente rector en la materia-, asuma la administración del acueducto de la comunidad de Jericó de Desamparados, de conformidad con lo señalado en la Ley Constitutiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y el Reglamento de las Asociaciones Administradoras de Sistemas de Acueductos y Alcantarillados Comunales; máxime que como ya se apuntó, la salud del recurrente y de los pobladores de la comunidad, se encuentra en riesgo, así como se constata la deficiente operación del servicio público, lo que obliga la intervención inmediata del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. En consecuencia, lo procedente es declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que adopte las medidas necesarias para que, de manera inmediata se realicen los trámites necesarios a fin de que ese Instituto asuma, de forma completa, el sistema de acueducto de la comunidad de Jericó de Desamparados; mientras tanto, deberá suministrar de agua potable por medio de camiones cisterna u otras opciones viables. Por su parte, se le ordena a la Asociación Administradora del Acueducto de Jericó de Desamparados, que brinde al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, toda la colaboración que sea necesaria para que pueda asumir con celeridad, el acueducto referido. La Magistrada Hernández López pone nota. Notifíquese esta resolución a la parte recurrida en forma personal. Comuníquese.


	TRABAJO
	PARQUEO PARA FUNCIONARIOS CON DISCAPACIDAD

Expediente: 16-018179-0007-CO
Sentencia: 012582-17
Ponente: Magistrada Ana María Picado Brenes 
Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE HACIENDA. La sentencia 012582-17 de las 9:20 horas del 11 de agosto, analiza el caso de una funcionaria pública que, por su condición de salud, se encuentra incapacitada, para utilizar el transporte público para llegar a su lugar de trabajo, por lo que las autoridades del MOPT y el CONAPDIS le extendieron un permiso para utilizar los espacios de estacionamiento para personas con discapacidad. No obstante, desde mayo de 2016, debido al traslado al edificio SIGMA, solicitó en varias oportunidades que se le asignara un espacio de parqueo en el nuevo edificio; sin embargo, su solicitud fue denegada, razón por la cual ha tenido que alquilar un espacio en un estacionamiento público, lo que la hace incurrir en gastos. La autoridad recurrida, justificó su negativa indicando que a funcionarios que cuentan con dictámenes médicos que acreditan una discapacidad severa, se les ha permitido ingresar el vehículo que los transporta, a los parqueos para que puedan acceder directamente a ascensores o rampas ubicadas dentro de los edificios del Ministerio, pero no tienen destinados parqueos para que dejen los vehículos que los transportan. Del elenco de hechos que se tienen por acreditados para la resolución de este proceso de amparo, este Tribunal Constitucional estima que en la especie se conculcan los derechos fundamentales de la amparada, lo anterior al constatarse que la amparada padece de cervicalgia, artrosis en las cervicales C4-C5, síndrome doloroso mixto a/d pinzamiento de nervio miembro superior derecho y lumbalgia, padecimiento por el cual cuenta con una autorización por parte del Ministerio de Obras Públicas y Transportes para el acceso de la zona restringida del Área Metropolitana de San José. Asimismo, se acreditó que, con anterioridad al traslado de edificio, la amparada contaba con autorización para utilizar un espacio campo del parqueo del edificio de Barrio Don Bosco, de la Dirección de Tecnologías y Comunicación del Ministerio de Hacienda. De esta manera, al no acreditarse que la amparada haya sido dada de alta de su padecimiento y, por el contrario, al tenerse por cierto que la condición de la recurrente había sido considerada para tener un espacio de parqueo, antes del traslado de edificio, y que la recurrente cuenta con una autorización especial para el desplazamiento en la zona restringida, constituyen elementos de convicción suficientes para tener por acreditada la necesidad de la recurrente para contar con un espacio de parqueo que facilite su desplazamiento al lugar de trabajo. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Subdirectora Administrativa y Financiera del Ministerio de Hacienda y, a la Subdirectora de la Dirección de Tecnologías de Información y Comunicación que, en el plazo de QUINCE DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, dispongan lo necesario para que se brinde a la amparada un espacio de parqueo que reúna las condiciones necesarias con atención a su padecimiento. 


	TRABAJO
	USO DE CAMARAS EN CENTROS DE TRABAJO

Expediente: 17-010974-0007-CO
Sentencia: 012360-17
Ponente: Magistrada Rosa María Abdelnour Granados

Recurso de amparo contra la PRESIDENTA EJECUTIVA DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA. La sentencia 012360-17 de las 9:15 horas del 04 de agosto, cuestiona la instalación de cámaras de vigilancia con grabación de sonidos y conversaciones de menores de edad y adultos, en los albergues, sin un marco legal interno que lo regule. Precedentes jurisprudenciales sobre el derecho a la intimidad y el uso de cámaras de seguridad en centros de trabajo, se cita el voto 01511-04. Este Tribunal ha conocido y establecido algunos límites con relación al uso de cámaras de seguridad en defensa del Derecho de Intimidad de particulares. De jurisprudencia de esta Sala, podría inferirse, que por regla general los dispositivos de vigilancia privada, a través de circuitos cerrados de televisión, podrían instalarse para la protección de ámbitos privados, sin invasión a zonas públicas o zonas privadas de otro recintos fuera de la propiedad, lo anterior como ejercicio del derecho de propiedad, sin embargo, en algunos casos, en los cuales amerite, podrían hacerse excepciones, para que los campos de visión invadan espacios públicos como por ejemplo el perímetro del inmueble vigilado. Ahora bien en cuanto a la vigilancia en recintos públicos, se puede indicar que resulta aceptable la colocación de cámaras de seguridad siempre y cuando el objetivo primordial sea el resguardo de la seguridad de personas y bienes (objeto lícito), dicha colocación sea informado a los trabajadores de dicho recinto (información), no sean colocadas en lugares donde se desarrollen actividades privadas, como servicios sanitarios (resguardo de la intimidad), su acceso sea regulado, la grabación de datos no se mantenga ad perpetuam, etc., entre otros que se pudieran establecer. En el caso concreto, esta Sala no ha encontrado prueba alguna que demuestre que haya existido un tipo de acción u omisión por parte la institución recurrida que haya implicado una intromisión inconstitucional a la intimidad, pues no se ha indicado ninguna transgresión concreta, y la instalación de cámaras se ha adecuado a los parámetros constitucionales pues estuvo justificada, fue informada, se colocaron en lugares públicos, los videos se mantienen por un plazo corto, no se graba sonido y no son de acceso público. Se declara SIN LUGAR el recurso. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal, ponen nota.-


	TRABAJO
	REBAJO DE SALARIO POR PARTICIPACIÓN EN HUELGA EN EL MEP

Expediente: 17-010973-0007-CO
Sentencia:013173-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo CONTRA la DIRECTORA DE RECURSOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA (M.E.P.). La sentencia 013173-17 de las 11:51 horas del 18 de agosto, se analiza el tema de una funcionaria de la institución recurrida, a quien le fue rebajado un día de salario, por asistir a una huelga, convocada por el Sindicato Asociación Nacional de Profesores de Segunda Enseñanza (A.P.S.E.) y otras organizaciones del sector magisterial. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la acción de personal número 201707-REB-2983896, en la cual, la Dirección General de Personal del ministerio recurrido aprobó la rebaja salarial por ausencia laboral del accionante correspondiente al 27 de junio de 2017. Lo anterior, sin perjuicio de adecuar el procedimiento en los términos señalados en esta sentencia. La Magistrada Hernández López salva el voto y rechaza de plano el recurso.

	TRABAJO
	SE ORDENA REUBICAR FUNCIONARIO SEGÚN RECOMENDACIONES MEDICAS

Expediente: 17-003109-0007-CO
Sentencia: 012914-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La sentencia 012914-17 de las 9:30 horas del 18 de agosto, analiza el tema de un funcionario que solicitó al hospital recurrido una reubicación de puesto por razones de salud, en virtud de un accidente laboral, cual se recomendó su reubicación. Si bien este Tribunal Constitucional pudo constatar que, desde el 19 de febrero de 2016, la Comisión de Reubicaciones Laborales del hospital recomendó reubicar al amparado y asignarle funciones que no impliquen un riesgo para su lesión tales como trabajos administrativos o de oficina, lo cierto es que, pese a los intentos del Servicio de Nutrición, a la fecha las funciones que se han asignado al tutelado no cumplen a cabalidad con las recomendaciones brindadas. Lo anterior, fue incluso reconocido por la Unidad de Gestión de Recursos Humanos del hospital, quienes comunicaron a la Jefatura de Nutrición el 13 de agosto de 2016, que las recomendaciones dadas para la reubicación laboral del amparado no se estaban cumpliendo. No obstante, aun y cuando el tutelado ha presentado diversas disconformidades por las funciones que se le asignado y la accionada ha recibido tales solicitudes, la última de ellas el 27 de diciembre de 2016, a la fecha no se ha brindado una solución definitiva al problema de reubicación laboral del amparado, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General,
Jefa a.i. Servicio de Nutrición y Jefa de la Unidad de Gestión de Recursos Humanos, todas del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, que de inmediato, reubiquen al amparado en un puesto acorde con su padecimiento de salud establecido las recomendaciones médicas emitidas por el Instituto Nacional de Seguros y admitidas por la Comisión de Reubicaciones Laborales del hospital, para cuyo efecto se deberán cumplir los requisitos exigidos para ello. Los Magistrados Jinesta Lobo, Hernández López y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.


	TRABAJO
	SE CONDENA A LA ADMINISTRACIÓN POR NO DOTAR DE FUNCIONES Y EQUIPO A UN FUNCIONARIO POR SIETE DÍAS

Expediente: 17-011347-0007-CO
Sentencia: 013390-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra el Ministro, la Viceministra de Transporte Terrestre y Seguridad Vial, el Director de Gestión Institucional de Recursos Humanos y el Sub-Director Jurídico, todos del Ministerio de Obras Públicas y Transporte. La sentencia 013390-17 de las 9:15 horas del 25 de agosto, analiza el tema planteado de un funcionario, quien fue trasladado de puesto y, a más de un mes, de haberse producido el mismo, solo se le ha otorgado una silla y un escritorio en regular estado, no se le ha dado siquiera papel o lápiz para trabajar, mucho menos un computador, no tiene extensión telefónica, posibilidad de ingreso y utilización a correo electrónico institucional, etc. y no se le ha otorgado ninguna función o trabajo que realizar. En este caso, la Sala comprueba que no se está ante un ejercicio abusivo del ius variandi, en cuanto al traslado del recurrente. No obstante, sí se aprecia que la Administración incurrió en una demora injustificada en la asignación de trabajo al recurrente, pues consta que estuvo 7 días hábiles sin hacer nada, pues no le habían asignado funciones ni dotado del equipo necesario para llevar a cabo su labor. Situación que no solo refleja un deficiente uso de recursos públicos, sino que, desde el punto de vista humano, afecta la dignidad del servidor al estar ocioso. Si la Administración va a trasladar a un funcionario o funcionaria tiene que prever el darle los materiales para que trabaje en su nuevo puesto laboral, dentro de un plazo razonable, pues de no hacerlo así, como ha acontecido en autos, se incurre en un desperdicio de fondos públicos. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por la demora en asignar funciones y dotar del equipo de cómputo al recurrente. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	SE ORDENA A OTORGARLE FUNCIONES A EMPLEADA MUNICIPAL

Expediente: 17-010824-0007-CO
Sentencia: 013368-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE ESCAZÚ. La sentencia 013368-17 de las 9:15 horas del 25 de agosto, acusa que, a funcionaria nombrada en la auditoría de la municipalidad recurrida, no le asignan funciones, mobiliario y el equipo que requiere, por lo que se le impide trabajar para poder dar cumplimiento a las labores del puesto en el que se encuentra nombrada. Lo anterior, pues existe un conflicto entre el Alcalde y el Auditor Interno respecto a la forma en que fue nombrada la recurrente en el puesto en cuestión. Al respecto, es menester aclarar que el proceso por medio del cual se nombró a la recurrente como Profesional Municipal 2 del Proceso Auditoría Interna de esa Municipalidad de Escazú es un extremo de legalidad que no le corresponde a este Tribunal analizar. Por consiguiente, hecha esta aclaración, se comprueba que, por este conflicto sobre el proceso de nombramiento, la recurrente no cuenta con las condiciones para desempeñar sus labores. Recordemos que este Tribunal, en casos similares (véase por ejemplo la sentencia número 2016-004369), ha mencionado que con este tipo de actuaciones la autoridad recurrida desaprovecha la formación y conocimientos de la recurrente como Profesional Municipal 2 del Proceso Auditoría Interna, puesto por el que fue nombrada, lo que resulta contrario a los principios de eficiencia y eficacia, así como al correcto uso de los fondos públicos, sobre todo, si se toma en cuenta que se trata de un nombramiento financiado con recursos de la Municipalidad. Por lo anterior, el recurso debe ser acogido, ordenando al Auditor Municipal otorgarle a la amparada las funciones correspondientes a su cargo y ubicarla en un sitio en el que pueda ejercer esas funciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al auditor interno de la Municipalidad de Escazú, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de su competencia para que de inmediato proceda otorgarle a la amparada las funciones correspondientes a su cargo y ubicarla en un sitio en el que pueda ejercer esas funciones como Profesional Municipal 2 del Proceso Auditoría Interna de esa Municipalidad de Escazú. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota. Comuníquese.


La jurisprudencia constitucional la puede encontrar en web, en la dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/scij
	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	TEMA 
	POR TANTO

	COMERCIO
	Descriptor: COMERCIO. PROHIBICION DE PELEAS DE GALLOS

Expediente: 17-012167-0007-CO
Sentencia: 013812-17 de 9:15 hrs. de 30 de agosto de 2017
Norma impugnada: Artículo 3° de la Ley de Juegos, Ley No. 3, de 31 de
agosto de 1922 y el artículo 15 de la Ley de Bienestar de los Animales, Ley No.7451, de 16 de noviembre de 1994.
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Parte dispositiva: Se rechaza por el fondo la acción.


	COMERCIO
	Descriptor: COMERCIO. LICENCIAS Y PERMISOS DE OPERACIÓN DE LOS CASINOS

Expediente: 17-012672-0007-CO
Sentencia: 013843-17 de 9:15 hrs. de 30 de agosto de 2017
Norma impugnada: Decretos No. 3510-G del 29 de enero de 1974 y No. 39231 MSP-MG, el artículo 2 de la Ley de Impuesto a Casinos y Empresas de Enlace de Llamadas de Apuestas Electrónicas, No. 9050 del 9 de julio de 2012 y la Ley No. 3 de 1922, así como cualquier otra norma anterior semejante por conexidad.
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción.


	COMERCIO
	Descriptor: COMERCIO. PELEAS DE GALLOS

Expediente: 17-012850-0007-CO
Sentencia: 013856-17 de 9:15 hrs. de 30 de agosto de 2017
Norma impugnada: Artículos 4 del Reglamento particular de Galleras para San José, 29 del Reglamento Particular de Galleras para Heredia, 12, 15, 15 bis y 21 de la Ley de Bienestar Animal, No. 7451 del 16 de noviembre de 1994 y la Ley No. 3 de 1922.
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción por falta de requisitos. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Rueda Leal, Hernández López y Hernández Gutiérrez ponen nota.


	FAMILIA
	Descriptor: FAMILIA. MEDIDAS DE VIOLENCIA DOMESTICA EN CASOS DE NOVIAZGO

Expediente: 17-012906-0007-CO
Sentencia: 013858-17 de 9:15 hrs. de 30 de agosto de 2017
Norma impugnada: Circular No. 60-99 de Corte Plena y la jurisprudencia reiterada de los Juzgados de Violencia Doméstica que admite solicitudes de medidas de protección en casos de relaciones de noviazgo.
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción.


	PENSION
	Descriptor: PENSIONES. TOPE DE PENSIONES

Expediente: 13-004102-0007-CO                          
Sentencia: 013335-17 de 11:01 hrs. de 23 de agosto de 2017
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 29 párrafo primero del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS y el artículo XI de la sesión No. 8590 del 12 de julio del 2012 de la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social.                                                                                                                                               Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez                                                                                                                                                    Parte dispositiva: Se declara sin lugar la acción.


	PENSION
	Descriptor: PENSIONES. REGLAMENTO ACTUARIAL PARA LOS REGÍMENES DE PENSIONES

Expediente: 15-010347-0007-CO
Sentencia: 013868-17 de 11:50 hrs. de 30 de agosto de 2017
Norma impugnada: Artículo 15 del Reglamento Actuarial para los Regímenes de Pensiones creados por Leyes especiales y Regímenes Públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, publicado en la Gaceta N° 135 del 13 de julio del 2005.
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se declara sin lugar la acción. Los magistrados Cruz Castro y Hernández Gutiérrez ponen nota separada.


	PODER JUDICIAL
	Descriptor: COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN AGRARIA

Expediente: 17-000373-0007-CO
Sentencia: 012905-17 de 11:00 hrs. de 16 de agosto de 2017
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 86 de la Ley de Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario en el Instituto de Desarrollo Rural, Ley No. 9036, del 22 de marzo de 2012.                                                                                                                                                Ponente: Magistrada Nancy Hernández López                                                                                                                                                      Parte dispositiva: Se declara con lugar la acción interpuesta y en consecuencia, se anula el artículo 86 de  la Ley 9036 de 22 de marzo de 2012 denominada Ley de Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario en el Instituto de Desarrollo Rural, lo anterior sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan en el tiempo los alcances de esta declaratoria de inconstitucionalidad, para que sus efectos empiecen a regir a partir de la fecha de publicación del primer edicto en que se informó de la interposición de esta acción, a saber, el 8 de marzo de 2017. Publíquese la sentencia íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario oficial la Gaceta. Comuníquese a los Presidentes de los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Notifíquese.


	SEGURIDAD SOCIAL
	Descriptor: SEGURIDAD SOCIAL. ESCALAS CONTRIBUTIVAS DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES Y ASEGURADOS VOLUNTARIOS

Expediente: 17-011922-0007-CO
Sentencia: 013308-17 de 9:15 hrs. de 23 de agosto de 2017
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Acuerdos adoptados por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en los artículos 20 de la sesión No. 8210 del 13 de diciembre de 2007, 7 de la sesión No. 8419 del 04 de febrero de 2010, 3 de la sesión No. 8479 del 18 de noviembre de 2010, 41 de la sesión No. 8603 del 04 de octubre de 2012, 26 de la sesión No. 8682 del 28 de noviembre de 2013, 14 de la sesión No. 8740 del 25 de setiembre de 2014, 17 de la sesión No. 8757 del 18 de diciembre de 2014, 17 de la sesión No. 8802 del 24 de setiembre de 2015 y 22 de la sesión No. 8865 del 29 de setiembre de 2016.                                                                                                                                               Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo                                                                                                                                                     Parte dispositiva: Se da curso a la presente acción de inconstitucionalidad. Se gradúan y dimensionan los efectos de esta resolución de curso, de modo que no tiene efectos suspensivos de los acuerdos de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, todo para evitar graves dislocaciones de la seguridad social. El Magistrado Castillo Víquez da razones diferentes.


	TRABAJO
	Descriptor: TRABAJO. REGISTRO DE SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Expediente: 17-011131-0007-CO
Sentencia: 013297-17 de 9:15 hrs. de 23 de agosto de 2017
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad 
Norma impugnada: Artículo 214 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.                                                                                                                                                Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo                                                                                                                                                     Parte dispositiva: Se rechaza por el fondo la acción.


	TRABAJO
	Descriptor: TRABAJO. VALORACIONES PERICIALES DE VÍCTIMAS Y DENUNCIADOS

Expediente: 17-012287-0007-CO
Sentencia: 013820-17 de 9:15 hrs. de 30 de agosto de 2017
Norma impugnada: Artículo 13 del Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar, y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial.
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción.


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Estadística mensual de asuntos ingresados




ESTADISTICA DE ASUNTOS INGRESADOS A LA SALA CONSTITUCIONAL MES DE AGOSTO 2017
 
 

Cuadro N°1: Presenta la totalidad de los expedientes ingresados. Se debe aclarar que, en la Sala Constitucional, no hay un consecutivo de expedientes, pues muchos de ellos, son asuntos que se arman repetidos, que se hace un salto en el sistema o bien que se presentan mal. Razón por la cual, son eliminados del sistema. No obstante, para un mayor control, se llevan los asuntos que ingresan en su totalidad, haciendo las diferencias respectivas.

	 
INGRESADOS POR NUMERO DE EXPEDIENTE

	 

	 Por Tipo de Asunto
	 

	
	 

	Recursos de Amparo
	1614

	Hábeas Corpus
	98

	Acciones de Inconstitucionalidad
	32

	Consultas Legislativas
	1

	Consultas Judiciales
	0

	Conflictos de Competencia
	1

	Otros (Saltos, repetidos, etc)
	40

	TOTAL
	1786


Cuadro N°2 y 3: Presenta información general que se registra de cada uno de los asuntos de garantía (amparos y hábeas corpus) que ingresan a la Sala Constitucional, a fin de determinar los porcentajes de personas que recurren, bajo ciertas circunstancias, como: 1712

· En representación de una persona jurídica

· Con abogado

· Por género

· O bien, los asuntos que ingresan en horas hábiles y cuantos en horas no hábiles. 

	 
	DATOS GENERALES DE ASUNTOS DE GARANTÍA 
	 

	 
	NUMERO 
	PORCENTAJE

	ASUNTOS DE GARANTÍA
	1712
	100

	Personas Jurídicas que recurrieron
	60
	3,50

	
	 
	 

	Personas que recurrieron con abogado
	341
	19,91

	
	 
	 


	 
	RECURRENTES POR GENERO
	 

	 
	
	 

	 
	NUMERO
	PORCENTAJE

	Hombres
	936
	54,67

	Mujeres
	575
	33,58

	Ambos
	172
	10,04

	Menor
	29
	1,69

	Asuntos que ingresan en turno (horas no hábiles)
	181
	10,57

	Asuntos que ingresan en Ordinario (horas  hábiles)
	1531
	89,42


Cuadro N°4: Este cuadro registra las áreas involucradas del estado que se encuentran recurridas en la Sala, a partir de los asuntos de garantía que ingresaron durante el mes de AGOSTO20171712
	ÁREA INVOLUCRADA DEL ESTADO
	NUMERO
	PORCENTAJE

	CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL
	570
	33,29

	PODER EJECUTIVO
	466
	27,21

	PRIVADO
	202
	11,79

	PODER JUDICIAL
	149
	8,7

	MUNICIPALIDAD
	135
	7,88

	AUTÓNOMAS
	126
	7,35

	VARIOS (Se cuestiona instituciones de diferentes áreas del estado)
	38
	2,21

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	9
	0,52

	COLEGIOS PROFESIONALES
	5
	0,29

	TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES
	4
	0,23

	PODER LEGISLATIVO
	4
	0,23

	NO INDICA
	2
	0,11

	CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
	1
	0,05

	DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES
	1
	0,05

	PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
	0
	0


	· Estadística mensual por tema (Asuntos votados)




ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL AGOSTO 2017

Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de AGOSTO. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2017 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	 
	 

	Asuntos Votados Sala Constitucional
	

	2017
	

	 
	

	 
	 

	Por Tipo de Asunto
	 

	 
	 

	Recursos de Amparo
	1629

	Hábeas Corpus
	90

	Acciones de Inconstitucionalidad
	11

	Consultas Judiciales
	0

	Consultas Legislativas
	0

	Conflictos de Competencia
	0

	Total
	1730


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estese, acumúlese, no ha lugar, etc.). 1719

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2017

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA

Asuntos Votados Sala Constitucional
 Total
Porcentaje 
2017
 
 
Rechazo de Plano
578
33,62
Con Lugar
509
29,61
Sin Lugar
312
18,15
Otras resoluciones
215
12,50
Con Lugar Parcial
69
4,01
Rechazo por el Fondo
36
2,09
Total
1719
100




Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	TEMA
	CANTIDAD
	PORCENTAJE

	SALUD 
	495
	28,79

	TRABAJO 
	146
	8,49

	PENSIÓN 
	126
	7,32

	ASOCIACIÓN
	120
	6,98

	PETICIÓN 
	110
	6,39

	PRONTA RESOLUCIÓN 
	99
	5,75

	PENITENCIARIO 
	74
	4,3

	MUNICIPALIDAD 
	64
	3,72

	PODER EJECUTIVO 
	53
	3,08

	PENAL 
	51
	2,96

	EDUCACIÓN 
	44
	2,55

	SERVICIOS PÚBLICOS 
	39
	2,26

	PODER JUDICIAL 
	34
	1,97

	TRANSITO
	31
	1,8

	PROPIEDAD 
	27
	1,57

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO 
	25
	1,45

	INFORMACIÓN 
	21
	1,22

	PENSIONES ALIMENTARIAS 
	20
	1,16

	AMBIENTE
	19
	1,1

	SEGURIDAD SOCIAL 
	18
	1,04

	BANCARIO 
	17
	0,98

	MINORÍAS
	14
	0,81

	INTIMIDAD 
	12
	0,69

	MIGRACIÓN
	11
	0,63

	FAMILIA
	10
	0,58

	ELECTORAL 
	10
	0,58

	SEGUROS 
	8
	0,46

	CONTRATOS O LICITACIONES
	7
	0,4

	COMERCIO 
	5
	0,29

	COLEGIOS PROFESIONALES
	2
	0,11

	AMPARO CONTRA NORMA
	2
	0,11

	LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PRENSA
	2
	0,11

	TRIBUTARIO
	2
	0,11

	NOTARIADO
	1
	0,05

	LIBERTAD DE TRANSITO
	0
	0

	 NO INDICA
	0
	0

	TRAMITE
	0
	0

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	0
	0

	FINANCIERO 
	 
	0


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes
 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

ACTUALIZACIÓN AGOSTO 2017
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
ARTICULOS CONSTITUCIONALES

ARTÍCULO 21

“se comprobó que para el momento de los brotes de diarrea había 4 personas laborando en la cocina sin haber llevado el curso de manipulación de alimentos, lo cual podría generar problemas de contaminación en los alimentos. Sobre este punto, la Sala en la sentencia Nº 2013-9881 de las 14:05 horas de 23 de julio de 2013 dispuso:  “(…) se ha comprobado por parte del Área Rectora  de Salud que la manipulación a dichos alimentos por parte de los servidores penitenciarios, compromete su inocuidad. En concreto, por cuanto según la revisión de que se fue testigo, se encontraron las siguientes deficiencias: (…) “5. Por último y no menos importante, las personas a cargo no están capacitadas en manipulación de alimentos, no existen protocolos o guías para tal fin, si bien no procesan, el desconocimiento de prácticas adecuadas de manejo de alimentos, puede en algún momento generar problemas de contaminación de un alimento o contaminación cruzada.” Por ello, no hay duda de que en cuanto a este extremo procede el amparo, por cuanto la inobservación (sic) de un proceder adecuado desde el punto de vista de la manipulación de los alimentos, es innegable que comporta un latente peligro para la salud de las personas recluidas en el centro penitenciario de interés. En razón de los elementos expuestos, procede declarar parcialmente con lugar el recurso únicamente en contra del Centro de Atención Institucional San Rafael por falta de capacitación de los privados de libertad que laboran en el área de cocina, ya que varios no han aprobado el curso de manipulación de alimentos”.  SENTENCIA 10014-17
“en el caso que nos ocupa y en la ponderación de los intereses controvertidos, este Tribunal estima que la medida dispuesta por las autoridades del Ministerio de Educación Pública, de revocar el traslado de la recurrente a las Oficinas de las Supervisiones de Educación del Circuito 03 de Guápiles, lesiona los derechos fundamentales de la recurrente. Esto, porque se entiende que las razones que mediaron para la adopción de la medida, corresponden a asuntos de salud, siendo que la ubicación de las citadas oficinas facilitan el traslado de la amparada a la Clínica de Control del Dolor y Cuidados Paliativos en Cariari de Guápiles, contrario a lo que sucede si la recurrente debe trasladarse a la escuela El Progreso. Las autoridades del ministerio recurrido tenían conocimiento sobre tales circunstancias, lo cual consta a partir de las múltiples prórrogas en la readecuación de funciones y de reubicación. De tal forma, la imposición de un requisito, como el de aportar un documento en el cual manifestara el Centro Educativo o Departamento en el cuál deseaba ejercer funciones como servidora readecuada, así como carta de aceptación del Director del Centro Educativo o Jefe de Departamento donde desea ser readecuada y la falta de la valoración de la condición particular de salud de la recurrente, resulta irrazonable. Así, este Tribunal estima que en la ponderación de los bienes jurídicos en discusión, se impune la tutela del derecho a la salud y del derecho al trabajo de la recurrente”. SENTENCIA 11417-17

ARTÍCULO 27

“la petición del recurrente, no versa sobre información de interés público, en los términos indicados en el considerando precedente de esta sentencia. Lo pedido es el desglose por consumo de agua en el mes de febrero de 2017 del condominio “Condominio de fincas filiales individualizadas Paraíso”, del cual el recurrente afirma ser propietario de una de las fincas filiales, hecho no controvertido por la Municipalidad recurrida.  Así, en el presente caso, el derecho cuya infracción se reclama es el derecho de petición y pronta respuesta, tutelado en el numeral 27 de la Constitución Política y no el derecho de acceso a la información administrativa, garantizado en el numeral 30 de la misma”.  SENTENCIA 10367-17

ARTÍCULO 29

“Según el recurrente, la eliminación de esos dos canales de televisión del servicio de cable que brinda Coopelesca R.L., sin justificación válida o razonable, es lesiva de la libertad de expresión de su persona y la del amparado Juan Carlos Bolaños Montero, así como también la considera censura previa, por cuanto en esos canales de televisión, ambos eran productores de programas independientes en los cuales se ponía en evidencia, irregularidades de personas relacionadas con la citada Cooperativa, pero también información que es de interés público. Para la Sala, contrario al criterio del recurrente, la decisión de la parte accionada no puede considerarse arbitraria o desproporcionada, sino más bien ha sido motivada en razones propias del giro comercial de Cable Coopelesca R.L., que como tal, brinda un servicio de televisión por cable que, de pago, al que pueden tener acceso solo aquéllas personas que pagan por recibir ese tipo de servicio. En la especie, no se demuestra que al recurrente o al amparado, se les esté imponiendo forma alguna de pensamiento, tampoco que se les haya impedido expresar su opinión, pues ello lo pueden continuar haciendo en otros medios de comunicación y no necesariamente solo en los canales a los que se refieren. Como se desprende de autos, lo que se sacó del aire fueron canales de televisión que no estaban siendo del agrado de los usuarios que pagan el servicio de cable, no así el derecho de la parte recurrente de producir sus programas en cualquier otro medio de comunicación, mucho menos se ha demostrado que la medida impugnada constituyera una represalia de carácter político o ideológico violatoria de los derechos del recurrente y del amparado. Para la Sala, la queja planteada en este asunto, resulta ser de legalidad y, por ende, es improcedente pronunciarse sobre tales extremos en tanto no tienen la virtud de violentar derecho fundamental alguno en perjuicio del recurrente o del amparado, pues la determinación sobre la procedencia o no de mantener al aire esos canales, es una decisión propia de legalidad que rige dentro del ámbito privado de la empresa que brinda el servicio de cable y los usuarios que lo contratan, lo cual evidentemente se encuentra dentro del ámbito de la autonomía de la voluntad y en el giro propio de esa actividad comercial”. SENTENCIA 9978-17
“entiende el Tribunal que el ejercicio de la labor de filtro ha sido llevado a un extremo tal que se ha privado al Banco recurrente de la posibilidad de ofrecer oportunamente su versión rectificadora y clarificadora de las actuaciones suyas que la noticia pone en cuestión y con ello ha lesionado el derecho fundamental de rectificación y respuesta del afectado. Esto sucede con algunos de los temas que arriba se citaron, en concreto los relacionados con la condición de “fallido” del sistema informático, así como respecto del hecho de que la contratación del sistema informático podía seguir adelante. Fue en esos dos temas (de los tres que la Sala comprende que podían ser susceptibles de rectificación en la noticia) que el interesado se concentró en su escrito de rectificación y en cuanto a ellos ,la respuesta del medio para negar su publicación resulta desapegada del marco dentro del que le permite desenvolverse el citado artículo 69 inciso c) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional; en particular, respecto de la no paralización de la contratación, afirma el medio recurrido que precisamente la noticia deja claro el punto de que el Banco puede seguir adelante con ella, pero lo cierto es que ello no se deja afirmado en la noticia, según se indica. Por otra parte, en cuanto a la condición de “fallido” del sistema, el medio recurrido rechaza el punto remitiendo a citas de informes de la Contraloría que informan de la existencia de riesgos administrativos no resueltos en algunos elementos del sistema, pero en ninguna parte de tales citas se ofrecen los elementos como para sustentar la contundencia de la afirmación de que el sistema informático del Banco Popular era fallido era cierta más allá de toda duda o criterio en contrario y que, por tanto, era irrelevante publicar cualquier referencia al punto. Finalmente, no debería ser tomado en cuenta para estos efectos el hecho de que el medio le haya ofrecido al interesado que enviara su artículo a la sección de opinión porque como es bien sabido tales espacios operan bajo reglas de selección y espera de modo que la diferencia de condiciones entre la rectificación y el artículo de opinión es suficientemente clara como para que el último no sea, en casos como éste, suficiente para sustituir a la primera”. SENTENCIA 11484-17
ARTÍCULO 30

“este Tribunal descarta la lesión al derecho a la información del recurrente. En el informe rendido por la representante de la autoridad recurrida -que se tiene dado bajo fe de juramento con las consecuencias, incluso penales, previstas en el artículo 44, de la Ley que rige esta Jurisdicción- se rechazan los alegatos del recurrente, y se indica que no es cierto lo afirmado, en el sentido de que se le denegaran las copias solicitadas ante ese despacho, por tratarse de un expediente electrónico, toda vez que todos los abogados que soliciten ver los expedientes o incluso obtener una copia de ellos, lo pueden hacer aportando un CD o una llave maya, lo cual fue puesto en conocimiento del promovente. Esto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 243, de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la Circular N° 91-2010 de la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, publicada en el Boletín Judicial N° 165 del 25 de agosto de 2010 (circular de la cual se encuentran dos copias colocadas en las paredes de la zona de atención al público del Despacho). La jueza accionada indica que también se le permite ese acceso a los estudiantes y egresados siempre y cuando cuenten con la autorización del profesor o abogado director del procedimiento, y en el caso de los bachilleres en derecho, con la comprobación de su condición mediante documento auténtico extendido por su Universidad. En cuanto a la solicitud para que al recurrente se le habilite el usuario en el Sistema de Gestión en Línea, asegura que no es cierto lo alegado por el recurrente, e indica que, en ese Despacho, si la persona usuaria solicita que se le entregue una clave de acceso, solamente se le solicita su identificación y se le entrega de inmediato, sin importar si forma parte de un proceso o expediente judicial. No obstante, diferente es el caso en el que soliciten que se les incluya como parte en un expediente o proceso judicial al cual no pertenecen, ni cuentan con la solicitud o autorización de alguna de las partes de ese proceso, pues para ser incluido en un expediente si debe ser el o la solicitante parte del proceso, su abogada o abogado director o contar con la autorización correspondiente”. SENTENCIA 11046-17
“la petición del recurrente, no versa sobre información de interés público, en los términos indicados en el considerando precedente de esta sentencia. Lo pedido es el desglose por consumo de agua en el mes de febrero de 2017 del condominio “Condominio de fincas filiales individualizadas Paraíso”, del cual el recurrente afirma ser propietario de una de las fincas filiales, hecho no controvertido por la Municipalidad recurrida.  Así, en el presente caso, el derecho cuya infracción se reclama es el derecho de petición y pronta respuesta, tutelado en el numeral 27 de la Constitución Política y no el derecho de acceso a la información administrativa, garantizado en el numeral 30 de la misma”.  SENTENCIA 10367-17
ARTÍCULO 31

“la ejecución de la deportación de tutelado, debe ser realizada a un tercer país que lo reciba o, en su defecto, disponga su libertad o dicte medidas alternativas de la detención, de menor contención de conformidad con la Ley de Migración y Extranjería vigente. Asimismo, bajo una mejor ponderación, la Sala Constitucional estima que resulta, también, igualmente conveniente impedir que el recurrente, en su condición de ciudadano cubano, sea deportado, además de Cuba, a cualquier otro con el que éste último país tenga relaciones o afinidades políticoideológicas, todo para evitar que sea indirectamente devuelto a Cuba –ver en igual sentencia 2016-014180 de las nueve horas cinco minutos del treinta de setiembre de dos mil dieciséis”. SENTENCIA 11098-17
ARTÍCULO 33

“tanto el INA como el CONAPDIS, son las instituciones a las que el legislador encargó el desarrollo de los cursos tendientes a formar y certificar a los asistentes para las personas con discapacidad, no obstante, del estudio de los autos se desprende que a pesar de lo anterior, a la fecha ninguna de las recurridas ha cumplido con la obligación que les fue asignada legalmente, pues consta que el Instituto Nacional de Aprendizaje y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad no han procedido a desarrollar ni  a poner en práctica los programas antes mencionados. Dicha omisión acarreó en el caso en estudio una lesión a los derechos de la tutelada, pues al no poder acceder a los cursos mencionados, los interesados no han podido cumplir con los requerimientos que le son solicitados para poder acceder a un bono de la vivienda, lesionado así su derecho de acceso a un hogar digno. Ante dicho panorama, y dado que de la prueba aportada por la recurrente se desprende que existen varias personas que se encuentran en su misma situación, el Tribunal considera que lo procedente es acoger el recurso, y ordenar a los recurridos coordinar lo correspondiente a nivel institucional, para que se brinde a la recurrente el curso antes mencionado, luego de lo cual éste deberá ser puesto en práctica, con el fin de que puedan acceder a él las personas que lo requieran”. SENTENCIA 11435-17
ARTÍCULO 40

“este Tribunal Constitucional ha recurrido al término de hacinamiento crítico para analizar las eventuales violaciones a los derechos fundamentales de los privados de libertad, por las denuncias de sobrepoblación penitenciaria. Es decir, se recurre a este criterio objetivo para determinar si se está en una situación extrema que amerite la intervención de este Tribunal, para resguardar los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad. Para ello, se han desarrollado las condiciones que se consideran mínimas o humanas para poder proteger la integridad física y psicológica de las personas privadas de libertad, pues los derechos de los reclusos se consideran como derechos constitucionalmente protegidos. En general, la comprobación de la existencia de condiciones infrahumanas en los establecimientos penitenciarios, cualesquiera que sean las causas, es una señal inequívoca de violación de los derechos humanos de los internos, que el Estado, encargado de sus custodias, está obligado a enmendar. En este sentido, para determinar si un centro penitenciario sufre un hacinamiento crítico, se ha recurrido a los parámetros fijados por las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos y a las recomendaciones del Comité Europeo para los Problemas Criminales, de las cuales se extrae que existe un hacinamiento crítico cuando hay densidad superior o igual a 120 detenidos por 100 lugares realmente disponibles; de manera que existe un hacinamiento crítico cuando la población penitenciaria supere en un 20% la capacidad locativa o la infraestructura del respectivo centro penitenciario (en este sentido ver resoluciones número 2012-11765 de las 11:30 del 24 de agosto de 2012-7484-2000 de las 9:21 hrs. de 25 de agosto del 2000). Se colige de los informes rendidos a esta Sala por parte de los representantes de las autoridades accionadas que, en el CAI de Pérez Zeledón existe un hacinamiento general del 26.56 %, tomando en cuenta población indiciada como sentenciada.  Este centro penitenciario cuenta con dos módulos para albergar población indiciada, a saber, el módulo "E-2" y el módulo "F-2" con una capacidad real para albergar 96 privados de libertad cada uno de ellos; para un total de 192 privados de libertad. Consta que, el 21 de junio de 2017, en el ámbito "E-2" se contaba con una población de 178 privados de libertad y, en la actualidad, en el mismo se ubican un total de 180 privados de libertad, lo que representa un 87, 5% por encima de su capacidad real. Según lo señalado por parte de las autoridades accionadas, a partir del presente mes de junio de 2017, se abrió la Unidad de Atención Integral (UAI) la cual tiene una capacidad para albergar a un total de 256 privados de libertad y, ya se han podido ubicar en dicho espacio un total de 56 privados de libertad, teniendo aun la posibilidad de reubicar a un total de 200 privados de libertad más. Al respecto, este Tribunal Constitucional considera que, el hacinamiento sigue siendo crítico. Si bien se reconocen los esfuerzos encaminados a aminorar el problema de la sobrepoblación, se estima que es imperativo, que las autoridades accionadas adopten las decisiones necesarias que permitan asegurar, de manera real y permanente, el efectivo respeto de los derechos fundamentales de los ciudadanos que cumplen una pena privativa de la libertad. Debido a lo anterior, deben las autoridades competentes implementar con urgencia las medidas que definan y logren una política de ingreso y egreso de internos en ese centro penitenciario, con la intención de erradicar por completo el hacinamiento crítico. La urgencia en la adopción de estas medidas es indiscutible, por el evidente crecimiento de la población penitenciaria, el cual ha llegado a límites constitucionalmente inadmisibles. El hacinamiento crítico, produce una violación sistemática de derechos fundamentales de la población privada de libertad. Consecuente por lo anterior, procede acoger el recurso en cuanto a este extremo y se ordena a las autoridades del Ministerio de Justicia y Paz que adopten las medidas necesarias para reducir los excesos de la capacidad locativa del CAI de Pérez Zeledón, de manera que, en ningún caso, supere el 20% de la capacidad máxima”. SENTENCIA 11504-17
ARTÍCULO 41

“el vacío que ha significado la falta de la nómina de árbitros -para el caso en que las partes que han acudido al medio alterno que supone el arbitraje, no se pongan de acuerdo en su designación-, constituye una violación al principio de acceso a la  justicia efectiva y del derecho fundamental al arbitraje; omisión que recae tanto en la Corte Plena (por la falta de elaboración de tal lista de árbitros) como de la Secretaria General,  que esperó  casi 20 años después de emitida la norma, antes de gestionar la elaboración del listado de  árbitros conforme a la normativa en cuestión,  ante los funcionarios competentes de la Corte Suprema de Justicia. Tales dilaciones y omisiones llevan a acoger el recurso contra ambas autoridades del Poder Judicial, como en efecto se ordena. Por otro lado, no se advierte la violación acusada por parte del Colegio de Abogados; pues tal y como se indicó en el considerando anterior, el artículo 26 de la Ley  Sobre  Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social en caso de controversia en la designación del árbitro la Corte Plena es el órgano que queda obligado a mantener una lista actualizada de árbitros (de hecho y de derecho) para que sea designado por la Secretaría General en el supuesto del párrafo segundo de la citada ley, y no las demás entidades de arbitraje, que si bien dentro de su giro normal tienen el nombramiento de árbitros, su omisión no ha constituido  en este caso la violación del principio al derecho constitucional; pues pueden las partes acudir a llenar el lugar del árbitro con la lista que al efecto debe disponer la Corte Plena a través de la designación que haga la Secretaría General”. SENTENCIA 11421-17

ARTÍCULO 43

“el vacío que ha significado la falta de la nómina de árbitros -para el caso en que las partes que han acudido al medio alterno que supone el arbitraje, no se pongan de acuerdo en su designación-, constituye una violación al principio de acceso a la  justicia efectiva y del derecho fundamental al arbitraje; omisión que recae tanto en la Corte Plena (por la falta de elaboración de tal lista de árbitros) como de la Secretaria General,  que esperó  casi 20 años después de emitida la norma, antes de gestionar la elaboración del listado de  árbitros conforme a la normativa en cuestión,  ante los funcionarios competentes de la Corte Suprema de Justicia. Tales dilaciones y omisiones llevan a acoger el recurso contra ambas autoridades del Poder Judicial, como en efecto se ordena. Por otro lado, no se advierte la violación acusada por parte del Colegio de Abogados; pues tal y como se indicó en el considerando anterior, el artículo 26 de la Ley  Sobre  Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social en caso de controversia en la designación del árbitro la Corte Plena es el órgano que queda obligado a mantener una lista actualizada de árbitros (de hecho y de derecho) para que sea designado por la Secretaría General en el supuesto del párrafo segundo de la citada ley, y no las demás entidades de arbitraje, que si bien dentro de su giro normal tienen el nombramiento de árbitros, su omisión no ha constituido  en este caso la violación del principio al derecho constitucional; pues pueden las partes acudir a llenar el lugar del árbitro con la lista que al efecto debe disponer la Corte Plena a través de la designación que haga la Secretaría General”. SENTENCIA 11421-17

ARTÍCULO 56

“en el caso que nos ocupa y en la ponderación de los intereses controvertidos, este Tribunal estima que la medida dispuesta por las autoridades del Ministerio de Educación Pública, de revocar el traslado de la recurrente a las Oficinas de las Supervisiones de Educación del Circuito 03 de Guápiles, lesiona los derechos fundamentales de la recurrente. Esto, porque se entiende que las razones que mediaron para la adopción de la medida, corresponden a asuntos de salud, siendo que la ubicación de las citadas oficinas facilitan el traslado de la amparada a la Clínica de Control del Dolor y Cuidados Paliativos en Cariari de Guápiles, contrario a lo que sucede si la recurrente debe trasladarse a la escuela El Progreso. Las autoridades del ministerio recurrido tenían conocimiento sobre tales circunstancias, lo cual consta a partir de las múltiples prórrogas en la readecuación de funciones y de reubicación. De tal forma, la imposición de un requisito, como el de aportar un documento en el cual manifestara el Centro Educativo o Departamento en el cuál deseaba ejercer funciones como servidora readecuada, así como carta de aceptación del Director del Centro Educativo o Jefe de Departamento donde desea ser readecuada y la falta de la valoración de la condición particular de salud de la recurrente, resulta irrazonable. Así, este Tribunal estima que, en la ponderación de los bienes jurídicos en discusión, se impune la tutela del derecho a la salud y del derecho al trabajo de la recurrente”. SENTENCIA 11417-17

ARTÍCULO 58

“la jornada 24x24 de los bomberos está dispuesta en el numeral 191 de la Convención Colectiva de Trabajo INS-UPINS, sea, en un cuerpo normativo que tiene fuerza de ley entre las partes al tenor del ordinal 62 constitucional. De ahí que los presuntos perjuicios que dicha jornada cause en los trabajadores es materia de legalidad, por lo que deberán los recurrentes, si a bien lo tienen, alegar lo pertinente ante la vía ordinaria correspondiente”. SENTENCIA 10369-17
ARTÍCULO 60

“no hay norma jurídica interna que expresamente establezca la obligación de conceder el permiso en los términos que pretende el gestionante, toda vez que la Convención Colectiva del AyA, no contiene disposiciones que hagan extensivo el permiso referido (a tiempo completo) a los representantes de la ANEP (Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados), a la cual representa el recurrente. El motivo para dejar sin efecto el permiso otorgado al promovente, es justamente el respeto a lo estipulado en dicha Convención Colectiva, respecto a los representantes sindicales de ASTRAA, por ser la Organización Sindical más representativa del Instituto, es decir, que tiene mayor cantidad de afiliados, y es a la que se le concede la licencia con goce de salario por todo el periodo estatutario de su mandato, de conformidad al artículo 52, de dicha Convención. De manera, que la decisión de la autoridad recurrida, no resulta ilegítima, ni lesiva de derechos fundamentales, en el tanto se indica que el amparado mantiene intactos sus derechos sindicales, como lo es el otorgamiento de permisos para el ejercicio de su representación, los cuales deberá solicitar ante su patrono”. SENTENCIA 11423-17

ARTÍCULO 62

“la jornada 24x24 de los bomberos está dispuesta en el numeral 191 de la Convención Colectiva de Trabajo INS-UPINS, sea, en un cuerpo normativo que tiene fuerza de ley entre las partes al tenor del ordinal 62 constitucional. De ahí que los presuntos perjuicios que dicha jornada cause en los trabajadores es materia de legalidad, por lo que deberán los recurrentes, si a bien lo tienen, alegar lo pertinente ante la vía ordinaria correspondiente”. SENTENCIA 10369-17
“no hay norma jurídica interna que expresamente establezca la obligación de conceder el permiso en los términos que pretende el gestionante, toda vez que la Convención Colectiva del AyA, no contiene disposiciones que hagan extensivo el permiso referido (a tiempo completo) a los representantes de la ANEP (Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados), a la cual representa el recurrente. El motivo para dejar sin efecto el permiso otorgado al promovente, es justamente el respeto a lo estipulado en dicha Convención Colectiva, respecto a los representantes sindicales de  ASTRAA, por ser la Organización Sindical más representativa del Instituto, es decir, que tiene mayor cantidad de afiliados, y es a la que se le concede la licencia con goce de salario por todo el periodo estatutario de su mandato, de conformidad al artículo 52, de dicha Convención. De manera, que la decisión de la autoridad recurrida, no resulta ilegítima, ni lesiva de derechos fundamentales, en el tanto se indica que el amparado mantiene intactos sus derechos sindicales, como lo es el otorgamiento de permisos para el ejercicio de su representación, los cuales deberá solicitar ante su patrono”. SENTENCIA 11423-17

ARTÍCULO 65

“tanto el INA como el CONAPDIS, son las instituciones a las que el legislador encargó el desarrollo de los cursos tendientes a formar y certificar a los asistentes para las personas con discapacidad, no obstante, del estudio de los autos se desprende que a pesar de lo anterior, a la fecha ninguna de las recurridas ha cumplido con la obligación que les fue asignada legalmente, pues consta que el Instituto Nacional de Aprendizaje y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad no han procedido a desarrollar ni  a poner en práctica los programas antes mencionados. Dicha omisión acarreó en el caso en estudio una lesión a los derechos de la tutelada, pues al no poder acceder a los cursos mencionados, los interesados no han podido cumplir con los requerimientos que le son solicitados para poder acceder a un bono de la vivienda, lesionado así su derecho de acceso a un hogar digno. Ante dicho panorama, y dado que de la prueba aportada por la recurrente se desprende que existen varias personas que se encuentran en su misma situación, el Tribunal considera que lo procedente es acoger el recurso, y ordenar a los recurridos coordinar lo correspondiente a nivel institucional, para que se brinde a la recurrente el curso antes mencionado, luego de lo cual éste deberá ser puesto en práctica, con el fin de que puedan acceder a él las personas que lo requieran”. SENTENCIA 11435-17
ARTÍCULO 73

“no corresponde a esta Jurisdicción Constitucional revisar la pertinencia de las decisiones tomadas por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), relacionadas con las cuotas del seguro de invalidez, vejez y muerte; que las decisiones de la Junta Directiva de la CCSS relacionadas con las cuotas para el seguro de invalidez, vejez y muerte, caben dentro de sus competencias; que las afirmaciones del recurrente en cuanto a disminución de su calidad de vida y desproporción, son genéricas y sin sustento probatorio alguno; y que el acuerdo impugnado ha estado sustentado en estudios técnicos, y fue precedido de una consulta pública; no se observa en este caso violación alguna de derechos fundamentales”. SENTENCIA 10414-17

ARTÍCULO 105

“En lo que respecta a la alegada lesión al artículo 105 de la Constitución Política, la Sala observa que la disconformidad planteada está vinculada con la parte orgánica de la Constitución y no con lesiones o amenazas a derechos fundamentales. Este Tribunal retoma la doctrina planteada en la jurisprudencia supra, en particular el voto N° 2016-10584 de las 11:05 horas del 27 de julio de 2016, en el sentido que los reclamos referidos a la parte orgánica o a problemas estructurales no pueden ser conocidos por la vía del amparo, sino por la de acción de inconstitucionalidad o conflicto de competencias. En ese tanto, el reclamo resulta improcedente y se declara sin lugar”. SENTENCIA 10000-17

PRINCIPIOS DESARROLLADOS POR LA SALA CONSTITUCIONAL

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR

“en este caso en particular, también debe considerarse el interés superior del niño, de conformidad a lo dispuesto el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño y el artículo 4 del Código de la Niñez y la Adolescencia. Todo ello debe condicionar, necesariamente, la forma en que se interpretan y aplican los artículos 95 y 97 del Código de Trabajo, en relación con el artículo 45 de la Normativa de Relaciones Laborales de la C.C.S.S., en procura de promover y asegurar la lactancia materna, en resguardo del derecho fundamental de todo niño y niña a que se le garantice en la máxima medida posible su supervivencia, así como el más alto nivel posible de salud y un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. Por ende, cuando en la referida normativa especial se prevé una licencia por lactancia mayor que en la norma general, debe prevalecer la primera por ser, como se indicó, más proteccionista. Por lo que este Tribunal concluye que la negativa del patrono de la recurrente en autorizar la lactancia por el tiempo pretendido por la amparada con sustento en la normativa particular institucional, implica una infracción a sus derechos fundamentales, en demerito de no solo de ésta sino también de las menores”. SENTENCIA 11531-17 

“Si bien, las autoridades de la escuela recurrida han efectuado los actos necesarios para tener un funcionamiento un programa Apoyo de Trastornos Emocionales y de Conducta, consta que dicho servicio no se le brinda a todos los estudiantes que lo requieren, situación que preocupa a la Sala, pues las autoridades administrativas tienen la obligación de reconocer y aplicar el principio general del interés superior del niño, incluso ideando mecanismos apropiados y soluciones consecuentes (ver sentencias número 2008-015461 de las 15:07 horas del 15 de octubre de 2008 y 2011-12458 de las 15:37 horas del 13 de setiembre de 2011). Precisamente, las manifestaciones de la violencia que viven los estudiantes en esa zona, implican comportamientos agresivos y conflictos interpersonales en los menores, que pueden ser no solo físicos, sino también psicológicos. Si esta situación no es atendida, la experiencia ha demostrado que esos comportamientos violentos llegan a legitimarse y a formar parte de la cultura escolar. No se pretende desconocer, que el problema de la violencia tiene un carácter multidimensional y que solo dependa de la labor que pueda emprenderse en los centros educativos, sino también del contexto social y cultural, que empieza por los hogares y en el que la sociedad ejerce una gran influencia. No obstante, la responsabilidad es compartida y como tal, debe enfrentarse. Así las cosas, la autoridad recurrida debe asegurar el cumplimiento de los fines de la educación, siendo que la Ley Fundamental de Educación, señala que uno de los primordiales es “La formación de ciudadanos amantes de la patria, conscientes de sus deberes, de sus derechos y de sus libertades fundamentales, con profundo sentido de responsabilidad y respeto a la dignidad humana”. Precisamente, para el desarrollo integral de la persona, no solo resulta suficiente el impartir conocimientos, sino, además, el inculcar valores como el respeto, la convivencia pacífica, la tolerancia y otros acordes con la paz social y el bienestar de las personas. En esa medida, las autoridades del centro educativo se encuentran obligadas a garantizar que el derecho a una  educación integral de los alumnos de la institución, no se vea afectado o amenazada por problemas  a nivel físico, psicológico y emocional, por lo que deberán establecer para esto, los procedimientos correspondientes; por lo que, la intervención debe  ser oportuna, pertinente y sobre todo, orientada bajo principios técnicos, para resguardar la integridad física y emocional de los estudiantes involucrados en este tipo de situación. SENTENCIA 10357-17 (V. similar 10945-17)

PRO HOMINE

“esta Sala ha destacado en su jurisprudencia que, de la normatividad del Derecho de la Constitución, así como de su valor jurídico supremo, se deriva la obligación de todo operador jurídico de interpretar las normas infraconstitucionales de la forma más favorable para la efectividad de los valores, principios y derechos fundamentales que integran el Derecho de la Constitución. También existen principios hermenéuticos de obligado uso en la interpretación y aplicación de las normas que involucran los derechos fundamentales, como es el caso de los principios pro homine y pro libertatis, y que imponen que todo derecho fundamental debe interpretarse y aplicarse siempre de la manera que más favorezca al ser humano, así como que procede la interpretación extensiva en todo lo que maximice y la restrictiva en todo lo que limite la libertad de los individuos”   la parte accionada acusa que el artículo 5 del proyecto de ley lesiona el principio de reserva de ley en materia de expropiaciones, al facultar al Poder Ejecutivo a establecer el procedimiento en ese tema. La Sala observa que dicho numeral efectivamente indica que “El procedimiento para el establecimiento de servidumbres y expropiaciones sobre terrenos particulares será establecido por medio de decreto ejecutivo.” SENTENCIA 11531-17
RESERVA DE LEY

“Si bien el ordinal 5 establece la mencionada potestad del Poder Ejecutivo, este Tribunal también nota que el artículo 4 in fine reza: “En caso de expropiación, para todo lo que no se encuentre especialmente regulado en este artículo, se aplicarán las disposiciones determinadas en la Ley N.° 9286, Reforma Integral de la Ley N.° 7495, Ley de Expropiaciones, de 3 de mayo de 1995 y sus reformas, de 11 de noviembre de 2014.” La Sala estima que una interpretación sistemática de normas del proyecto, en conjunto con el principio de jerarquía normativa, permite concluir que prevalecerán las normas de la Ley de Expropiaciones, autorizando la reglamentación por parte del Poder Ejecutivo para el caso de las expropiaciones que se realicen al amparo del referido proyecto de ley, pero ello condicionado, evidentemente, al respeto a los elementos procedimentales ya regulados en la Ley de Expropiaciones. En consecuencia, no se observa lesión alguna al principio de reserva de ley”. SENTENCIA 10000-17
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional, es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre:

·       Información general sobre el estado de los expedientes; notificaciones realizadas y otras actuaciones dentro del expediente. 

·       Envío de votos concretos.

·       Búsqueda y envío de jurisprudencia por tema.

·       Guía para la búsqueda de jurisprudencia e información en la página de la Sala.

·       Información sobre asuntos de control de constitucionalidad ingresados, pendientes de resolver y resoluciones de curso.

·       Información sobre asuntos de garantía (Recursos de Amparo y Hábeas Corpus), ingresados y pendientes de resolver, por tema.

·       Estadísticas por temas.

Ponemos a su disposición los siguientes medios:

CALL CENTER DE JURISPRUDENCIA Y CONSULTAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL
Teléfonos: 2549-1500 (Central telefónica), 2549-1600, 2549-1601, 2549-1602, 2549-1603. Línea gratuita: 800-SALA 4TA (800-7252482). Página web: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional. 
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